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más que la incontrolable pasión que provocan la propia campaña polít ica
y la inminencia de la elección los que puedan causar los desórdenes que
esas normas pretendían o pretenden prevenir.

Asimismo, consideramos que no basta con hablar, como lo hace la
mayoría, de una utópica inconstitucionalidad 'por omisión' del Legislador,
al dar sólo a los candidatos a la Presidencia de la República el derecho a
difundir un mensaje navideño, porque darlo 's ólo' a ellos implica violar,
'por acción' , la oportunidad de gozarlo los demás candidatos, partidos y
dirigentes, en igualdad y sin discriminación, como lo exigen los artículos
33 de la Constitución, 1.1 y 24 de la Convenci ón Amer icana sobre
Derechos Humanos; tanto, que la única justificación de esa excepción,
rayana en lo ridículo, estaría en una supuesta singularidad superior del Jefe
del Poder Ejecutivo y de los que aspiran a serlo, lo cual no es más que
resabio del caudillismo propio de Democracias inmaduras, incapaces aun
de superar la imagen del monarca ' de derecho divino ' del 'Antiguo
Régimen' que el Estado Democrático de Derecho se supone haber
decapitado.

Como quiera que sea, no creemos que deba ni pueda calificarse de
'propaganda electoral' el hecho de que cualquier ciudadano o persona,
incluso extranjero o desde el extranjero, publique o difunda esa clase de
mensajes, u otros, con lo que negárselo a quienes participen en la política
electoral resulta, además de discriminatorio, de hecho imposible de
ejecutar, como la propia mayoría parece reconocerlo.

R. E. Piza E.- Ana Virginia Calzada M.

Además, del Magistrado Piza Escalante:

Asimismo, aunque concurro con la mayoría en la
il)' -stitucionalidad del actual inciso f) del artículo 85, por las razones
d\.....) en el Considerando XLV, punto 7 de la sentencia, salvo mi voto
respecto del inciso d) de su texto anterior, así como respecto del inciso g)
del actual, y su equivalente i) del anterior, todos los cuales declaro
inconstitucionales en su totalidad, salvo el último (g» , en lo que hace a la
prohibición que establece el primero en su párrafo 2°, de hacer del todo
propaganda electoral en los dos días previos y en el propio de la elección,
prohibición que declaro, con la mayoría, constitucional (Considerando
XLV, punto 8 y Considerando XXXI).

En efecto , considero incompati bles con el Derecho de la
Constitución, no solamente las limitaciones que el inciso f), en su texto
actual, apodera al Tribunal Supremo de Elecciones para imponer respecto
de la cantidad de propaganda electoral que puedan difundir los partidos
políticos por los medios de comunicación colectiva, en cuyo caso se
agrega la violación del principio de reserva de la ley a que se alude en el
voto de mayoría, sino también las que el inciso d) anterior imponía
directamente, porque, para mi, la prohibición de la censura previa y, en
general, de restricciones preventivas al ejercicio de esa libertad no se
constriñen al contenido de lo que se exprese, sino también al cómo, cuánto
y cuándo se exprese, de manera que el hecho de tratarse de limitaciones
cuantitativas no empece que se esté violentando la libertad de expresión en
sí, la cual, por cierto, es en el orden polít ico-electoral donde encuentra su
más alta manifestación.

Comparto, sí, la inquietud de la mayorí a por la desfavorable
desoroporción que en la prop aganda electoral se produce por la
d saldad real en que se hallan los partidos y candidatos con menor
c~';idad económica, pero no creo que sea cercenando la libertad, sino
por otros medios - que, además, existen- como pueda y deba
contrarrestarse esa desigualdad. Uno de ellos, quizás el más eficaz, es,
precisamente, el de la contribución del Estado a los gastos de campaña de
los partidos, la cual se ha venido convirtiendo progresivamente en
decisiva, y para la cual sí serían legítimas ciertas restricciones, desde
luego, establecidas directamente por la ley y que no afecten al contenido
mismo de la propaganda electoral, conforme se establece en los
Considerandos XXXVII y XXXVIII de la sentencia principal.

R. E. Piza E.

VOTO N ° 1350-97

(sobre Ponencia Original del Magistrado Piza Escalante)

En vista de que han transcurrido cuatro años y siete meses desde
que este importantísimo asunto fu e votado --el 21-111-97- , y ante la
inminencia de las elecciones nacionales - el domingo 3-Il-2002- , siento
que tengo que salvar mi responsabilidad y, pues, al menos consignar el
texto completo de mi ponencia original de esta sentencia N° 1350-97, de
cuya redacción se me sepa ró por haber salvado el mío en algunos detalles
secundarios, y sin perjuicio de cualquier observación que haya de hacer a
ésta cuando se consigne:

San José, 12 de octubre de 2001

R. E. Piza E.

Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.-SanJosé, a
las 15:00 horas del 21 de marzo de 1997.

Procesos constitucionales acumulados: acciones de
inconstitucionalidad N° 4129-93, pro movida por Andrés Borrasé Sanou,
cédula de identidad N° 1-186-425, en su carácter de Presidente de la
Cámara de Diarios Nacionales, y N° 5486-95, por Fernando Guier
Esquivel, cédula N° 1-229-965, como Defe nsor de Luis Amón Castro,
ambas contra el artíc ulo 85 del Código Electora l, en genera l y,
especialmente, en sus párraf os inicia l y último (sic, léase penúltimo), e
incisos c), d), f) e i) del texto entonces vigente - antes de su ref orma por

Ley N° 7653 de 10 de diciembre de 1996-; y consulta j udicial de
constitucionalidad, N° 2105-94, del Juez Cuarto de Instrucción, en causa
contra Ligia del Carmen Leiva Calderón y Víctor Manue l Jim énez
Méndez, por el delito electoral previsto en el párrafo penúltimo del mismo
artículo 85 (expediente W 5083-94 del Juzgado) .

R esultando:

l .-Según la acción W 4129-93 de los artículos 20, 26,28,29 y 33
de la Constitución Política se desprende que la libertad de pensamiento ­
consistente en la prerrogativa de dar a conocer el propio pensamiento a
otros- se reconoce irrestrictamente a todos los sujetos del ordenamiento
y exis te una obligación estatal de no interf erir en su ámbito. Esta libertad
está reconocida po r varios tratados internacionales, entre otros, el
artícu lo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos,
ratificada sin reservas por Costa Rica, y cuyo s alcances han sido defi nidos
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su Opinión
Consultiva N° OC-5/85 de 13 de noviembre de 1985.

Estima que el artículo 85 del Código Electoral, especialmente en su
párraf o inicial y en sus incisos e), d), j) e i) , es inconstitucional, porque
instaura una censura previa oficial, en poder del Tribunal Supremo de
Elecciones, la cual imp ide las iniciativas ciudadanas part iculares
plasmadas en espacios denominados 'camp os pagados " durante el torneo
electoral, así como la de los partidos p olíti cos mayores a una página
diaria , castigando a las emp resas p eriodísticas y a sus directores o
adm inistradores en caso de que incumplan las dispos iciones allí
contenidas. Con ello se cercena 'a pr iori ' el ejercicio de la libertad de
pensamiento y expresión, con infracción de los artículos 20, 26, 28 Y 33 de
la Constitución Política. Agrega que el artículo impugnado, en sus
párraf os inicial, penúltimo, fi nal e inciso e), restringe a únicamente los
partidos inscri tos el derecho a discutir asuntos p olíticos y examtnar la
conducta p ública de los fu ncionarios y candidatos, prohibiéndoselo a los
medios de comunicación colectiva, a sus directores y administradores, y al
resto de los ciudadanos, en general, todos quienes, por no ser 'partidos
p olíticos inscritos " no p ueden debatir sobre esos asuntos. Por lo demás,
al limitar a las empresas inscritas en el Tribunal Supremo de Elecciones
la f acultad de publicar 'campos pagados ', se violentan también las
normas constitucionales dichas.

Señala, además, que también el inciso d) del texto imp ugnado, al
limitar y reducir la propaganda que libremente deberían poder difundir
los partidos políticos y los ciudadanos a través de las empresas de
com unicación colectiva, resulta también violatorio de la libertad de
exptesion constitucionalmente garantizada .

Fina lmente, alega que la norma impugnada, en su párrafo final
(sic: léase penúltimo), establece un delito electoral, que se configura con
la 'infracci án a las disposiciones de este articulo ', con lo cual se castiga
penalmente

"a los partidos p olíticos, las emp resas de los medi os de
comunicac ión colec tiva , sus directores, propietarios, gerentes,
arrendatar ios o administradores y todos los ciudadanos en general ­
sin excep ción, toda Costa Rica- [cuando} ejerzan sus inalienables
derechos de emis ión del pensamiento y de información durante una
campaña electoral políti ca - algunos meses ante s de las elecciones- ,
sin ceñirse a las odiosas limitaciones, restricciones y prohib iciones que
se contemplan en la norma cuestionada, y, además, con violación del
artículo 39 de nuestra Carta Magn a, p ues ni (sic) se tipificó
debidamente el supuesto delito ".

lI. - Aunque en la acció n N° 5486-95 se cuestiona, asimismo, la
totalidad del artículo 85, en especial en sus dichos párraf os e incisos, lo
cierto es que, tanto en ella como en la consulta judicial, N ° 2105-94 - en
ésta, en forma expresa- , lo que se implica especificamente es la
pretensión de inconstitucionalidad del 'delito electoral ' definido en el
p árraf o penúltimo del mismo, mediante concep tos indeterminados los
cuales infringen el princip io de 'tip icidad penal ' que se recoge en el
artículo 39 de la Constitución Política; inconstitucionalidad que se
invoca, en la acción , como "medio razonable de amparar el derecho que
se pretende lesionado " de quien está siendo juzgado por ese delito, y, en
la consulta, como "norma concreta que el j uzgador haya de aplicar ", en
los términos respectivos de los artículos 75.1 y 102.1 de la Ley de la
Jurisdicción Constitucional.

IlI. - A la acción principal, N° 4129-P-93 , se le dio curso por
resolución de las 11:20 horas del 2 de noviembre de 1995, adicionada a
las 10:30 horas del 27, y los edictos de ley se p ublicaron en los Boletines
Judiciales N° 233, 234 Y 235 de 7, 11Y 12 de diciembre de 1995, y N° 1, 2
y 3 de 19, 22 y 23 de enero de 1996, respectivamente, dando audiencia al
Procurador General de la República y al Tribunal Supremo de Elecciones;
luego, p or las N° 6678-95 de las 20:1Ohoras del 5 de diciembre de 1995
y N° 0795-96 de las 16:35 horas del 13 defebrero de 1996, se ordenó
acumularle la N° 5486-M-95 y la consulta judicial N ° 2105-94, y tenerlas
como sus ampliacion es; finalmente , por la de las 15:50 horas del 20 de
mayo de 1994, se confirió audiencia al primero acerca de la consulta.

I V.- El Presidente del Tribunal Supremo de Elecc iones, Mag.
Raf ael Villegas Antillón, contestó la audiencia alegando, en lo que se
refiere a la propaganda electoral de los partidos políticos, tres cosas, no
del todo compaginables por cierto:

a) Primero, que el artículo 85 del Código Electoral no restringe la
libertad de expresión, sino sólo la propaganda electoral, que el
Tribunal parecía interpretar como diversa de-; aquélla y defin ir
como la utilización de técnicas sistemáticas y reiterativas, no
singulares, en esp ecial mensajes y recursos publicitarios sugestivos
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a través de los medios de comunicación masiva - prensa, radio,
televisión- , tendentes a persuadir a los ciudadanos en favor de
determinadas opciones políticas frente a otras y, principalmente,
induciendo sus votos, como electores, por unos candidatos contra
otros a los cargos de elección popular;

b) Segundo, que esas restricciones no son permanentes, ni implican en
ningún caso 'censura previa ', ya que sólo establecen un 'deber ser '
que no puede fisca lizarse sino cuando se haya incumplido ;
agregando que el Tribunal nunca ha interpretado o aplicado el
artículo 85 en el sentido de imponer una censura previa ni de
impedir el debate de ideas y la manifestación del pensamiento, sólo
que, cuando esto se hace de manera reiterada se convierte en
propaganda, a la cual deben aplicarse otros límites, ya que sólo los
partidos políticos están legitimados para utilizar esas ideas y
pensamientos con fines electorales, y que respecto de ellos son
razonables, proporcionadas y justas las condiciones que establece
la ley; y

c) Tercero, que, en todo caso, no es contrario a la Constitución el que
los derechos f undamentales se sometan a limitaciones o
restricciones por motivos de 'interés público ', necesarias para
garantizar otros bienes igualmente fu ndamentales, en este caso
princ ipios básicos del proceso electoral, como el pluralismo, la
libertad política y la igualdad de oportunidades para los electores
y partidos políticos , pues ningún derecho o libertad es absoluto.

En cambio, en lo que hace al derecho de los particulares a efectuar
propaganda electoral, el Tribunal sí aceptó que involucra la libertad de
información y de expresión del pensamiento, pero siempre reclamando que
su ejercicio por los medios de comunicación colectiva, se limite, durante
el período de campaña electoral, por razones de interés público, ya que de
lo contrario los partidos se valdrían de terceros para burlar sus propias
restricciones.

De todo ello, el Tribunal, en palabras de su Presidente, concluye en
la legitimidad de las normas del artículo 85, las cuales considera, además,
razonables y proporcionadas a los bienes superiores que tratan de
proteger, pues si no se regulara la propaganda electoral, la cual se orienta
a dar a conocer, muchas veces como un producto comercial, la
personalidad de los candidatos y, en menor grado, los programas de los
partidos políti cos, la desigualdad fina nciera de estos últimos produciría
un desequilibrio en el empleo de los medios de comunicación y
propaganda, los cuales son factores decisivos en el resultado electoral, en
perjuicio, particularmente, de los derechos de las minorías, que deben
protegerse en conformidad con el artículo 95 inciso 3° de la Constitución
Política.

/l.-El entonces Procurador General de la Rep ública, Lic. Adrián
Vargas Benavides, contestó la audiencia, en primer lugar, objetando la
'legitimación' de la Cámara de Diarios Nacionales para plantear la
acción, porque los medios de comunicación colectiva no son titulares ni
ejercen ellos mismos la libertad de expresión del pensamiento, sino son
sólo los canales a través de los cuales se ejerce. En este sentido, fincó sus
observaciones en el contenido textual del artículo 29 de la Constitución,
que se refi ere específicamente a la eomunicacion y publicación de los
pensamientos propios, no de los ajenos ni de nada más; así como, en
cuanto alfondo de la pretensión debatida, manifestando que la libertad de
propaganda política de ningún modo es irrestricta, y, por el contrario,
debe ser, en virtud de los artículos 28 y 95 inciso 6° de la Constitución,
limitada por el legislador ordinario. Por ello, la limitación temporal que
se establece en el artículo 85 párrafo 1°del Código Electoral es razonable
y no alcanza al contenido esencial de la libertad que da sustento a la
publicidad electoral, la cual se reconoce siempre que se sujete a aquellos
criterios.

En cuanto a la limitación subjetiva que establece el inciso e), al
señalar que únicamente los partidos inscritos pueden realizar propaganda
política dentro de los tres meses anteriores a las elecciones, consideró
claro y razonable que sólo los partidos son sus titulares, toda vez que sólo
ellos son los que pueden proponer candidatos a los cargos de elección
popular, y, de todos modos, las restricciones impuestas por el artículo 85
no son aplicables a los particu lares.

La limitación es razonable, ya que su fin es, precisamente, el de
proteger al elector, el cual tiene derecho a escuchar sólo aquella
publicidad que tenga su origen en los partidos formalmente reconocidos
como tales y con la capacidad jurídica necesaria para proponer
candidatos, sin que ello implique la imposibilidad de que se hagan
públicas opiniones sobre los programas, candidatos y demás aspectos de
la elección por parte de quienes no sean partidos po líticos debidamente
inscritos, pero esto en el tanto no tengan características encubiertas de
propaganda electoral.

Respecto del inciso d), en el cual se establecen limitaciones
cuantitativas a la propaganda electoral que se publique en diarios,
televisión y radio, señala que éstas se justifican en los derechos de los
electores y tampoco quebrantan el contenido esencial de la libertad de
expresión y de información, aunque los límites puedan resultar lesivos al
interés patrimonial de los medios. La norma pretende garantizar la
participación minoritaria en el proceso electoral, que, por su condición de
tal, se encuentra normalmente restringida en su capacidad patrimonial
para el fi nanciamiento de campañas publicitarias masivas.

En cuanto a la obligación que impone el inciso j) , de aportar copia
al Tribunal Supremo de Elecciones de la propaganda que se publique,
imprima o transmita por cuenta de los partidos políticos, consideró el
Procurador que el sentido de la norma no es el de establecer una censura

previa, dado que no se trata de prohibir que se haga propaganda sin la
dicha autorización, sino más bien el de la necesidad de contar con un
registro de la publicidad, a efecto de determinar su real contenido, el
partido político y la empresa publicitaria responsables, para que, en caso
de que se presente una denuncia, ésta sea resuelta en forma oportuna.

Respecto del inciso i), arguyó que la limitación temporal y
cuantitativa allí establecida sejustifica en la necesidad de racionalización
del gasto electoral, tomando en cuenta que los partidos políticos reciben
financiamie nto estatal. Por otra parte, indicó que la limitación temporal
agravada se produce en un lapso muy cercano a la realización de la
votación nacional, lo cual la hace razonable, dada la necesidad de
disminuir el ritmo de las actividades proselitistas en beneficio del orden y
la tranquilidad públicos.

Finalmente, sí estimó violatoria del artículo 39 de la Constitución
la sanción establecida en el párrafo penúltimo del Código Electoral, pero
sólo en cuanto establece una responsabilidad objetiva de los personeros
de los medios y de los partidos; opinión que reiteró en su respuesta sobre
la consu lta judicial N° 2105-94; recordando que ya esta Sala
reiteradamente ha señalado que normas similares deben ser interpretadas
conforme a la Constitución, para evitar su inaplicabilidad, es decir que en
los casos en que aparentemente se trate de atribuir una responsabilidad
objetiva, debe el órgano jurisdiccional valorar la conducta de estas
personas ajenas al autor del delito, determinando su grado real de
participación subjetiva, conforme al artículo 30 del Código Penal y 39 de
la Constitución Política.

Además, aclaró que a los imputados se les atribuye la trasgresión
de los incisos d) y JJ del artículo 85 del Código Electoral, de conformidad
con el requerimiento de instrucciónfor mal por conversión defolio4~s
no la pub licación de material referente a un partido polii ic "f'.'n
autorización de éste; porque si bien el artículo 29 constuucionat"no
autoriza ninguna restricción al ejercicio de la libertad de expresión del
pensamiento allí establecida - salvo la responsabilidad por los abusos
cometidos al ejercerlo-, la lógica impone una, en cuanto que el ejercicio
de esa libertad es para comunicar y publicar los pensamientos propios, no
los ajenos. A su juicio , lo que trató de evitar el legislador con el delito
electoral creado en el párrafo penúltimo del artículo 85 fue, precisamente,
que personas inescrupulosas, haciéndose pasar por personeros de un
partido político o sin la autorización de éste, se dediquen a publicar
cualquier material - no exclusivamente propaganda político electoral­
con el propósito de confundir a los electores, haciéndoles creer que ellos
- los suplantadores o no autorizados- encarnan o representan a cierto
partido político, con lo cual podríanfáci lmente alterar la libre escogencia
del elector al momento de decidirse por determinada opción política.
Consideró, pues, erróneo pretender que se requiere la autorización de un
partido político para que el ciudadano pueda ejercer su derecho a
publicar sus pensamientos, sino que tal autorización sólo es necesaria
para publicar material 'referente' a determinado partido po lítico,
mediante la cual se le involucre dando la impresión de que proviene de él
o de que quien realiza la publicación tiene su representación. En
conclusión, aceptó que toda otra limitación, fuera de estos lineamientos,
sí sería inconstitucional.

VI-El Magistrado Vargas Benavides se inhibió de participar en
este asunto por haberlo informado a la Sala en su condición anteri~e

Procurador General de la República, y fue reemplazado por el Su} t'l);'e
Lic. Hernando Arias G ámez . " .

VII - La audiencia oral se celebró el 20 de ju nio de 1996 (folio
141), con asistencia de los representantes de los actores, Lic. Fernando
Guier Esquivel, y del Tribunal Supremo de Elecciones, Lic. Héctor
Fernández Madriz, así como del Procurador General Adjunto de la
República, Lic. Farid Beirute Brenes, acompañado del Procurador Dr.
Román Solls Zelaya.

VIII - Pendiente este asunto, la Asamblea Legislativa tramitó un
proyecto de ley tendente a refor mar varias disposiciones del Código
Electoral (según expediente legislativo N° 11.504), el cual fu e objeto de la
consulta fa cultativa de constitucionalidad N° 5612-S-96, en la cual se
cuestionaba si el inciso e) del artículo 85, reformado,

"... al limitar el contenido de la propaganda político-electoral a los
puntos ahí enunciados, resulta contrario a los artículos 28 y 29
constitucionales, normas que garantizan la libertad de expresión ":

consulta que la Sala evacuó, declarando, textualmente:

"Sobre este particu lar, la Sala debe formular un comentario
especial. El artículo 85 del Código Electoral (vigente), ha sido
impugnado en la Acción de lnconstitucionalidad N° 4129-93 y en la
que deberá resolver este Tribunal sobre las violaciones que allí se
fo rmulan a la libertad de pensamiento, a la libertad de expresión, a la
libertad de empresa, incluso lo que llamaríamos genéricamente la
libertad electoral, al imponer limitaciones para las informaciones y las
comunicaciones que en general hagan los partidos políticos a través de
los medios de comunicación. Ante tal circunstancia, y habida cuenta,
por otra parte, que los consultantes no ofrecen una argumentación
suficiente como parámetro de análisis, es criterio de la Sala que este
tema debe reservarse para la sentencia que se dictará en aquélla
acción " (sent. N° 6252-96 de 15:00 hs. del 18 de noviembre de 1996,
Cons. II) .

IX-Luego, por Ley N° 7653 de 10 de diciembre de 1996 (vigente
desde su publicación, el 23) se promulgaron las reformas, entre ellas las
del artículo 85, en su totalidad, así como las de los 79 y 151, que le son
atinentes, según se dirá.
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X - En razón de que las cuestiones debatidas en este proceso
involucran la llamada 'materia electoral' y, por ende, las competencias
constitucionales y legales del Tribunal Supremo de Elecciones, la Sala,
por auto W 0271-97 de las 8:38 horas del 10 de enero último, le solicitó
sus pronunciamientos relativos a la interpretación y aplicación del
artículo 85 del Código Electoral; información que fu e recibida el 16 y que
se tiene presente en esta sentencia, junto con la jurisprudencia del
Tribunal que se incluye en la edición del "Código Electoral Anotado y
Concordado ", patrocinada por él, y con la doctrina de su respuesta, dada
el 11 de f ebrero en curso, a una consulta del Secretario General del
Partido Liberación Nacional, en relación, específicamente, con las
últimas reformas de la Ley N° 7653.

Xl.-Finalmente, el4 y 24 defebrero último se presentaron sendos
memoriales, suscritos, respectivam ente, por el apoderado de los actores,
Lic. Fernando Guier Esquivel y por la Secretaria General del Partido
Unidad Social Cristiana, Diputada Lorena Vázquez Badilla, esta última
solicitando expresamente que, por economía procesal y, además, en
consonancia con la sentencia de esta Sala N° 6252-96, que se cita en
Resultando IX supra, se pronuncie de una vez en estos autos la
inconstitucionalidad de los artículos 79 y 85 reformados.

Xll.-Esta sentencia se dicta sin sujeción a plazo, dentro de la
autorización otorgada por el transitorio JI párraf o 3 0 de la Ley de la
Jurisdicción Constitucional.

Redacta el Magistrado Piza Escalante; y,

Considerando:

A -Admisibilidad y Legitimación:

" l .s-Las acciones y consulta acumu ladas son admisibles y sus
gestores están legitimados para p lantearlas:

a) La pr imera de ellas -acción N° 4129-93, promovida por la
Cámara de Diarios Nacionales-:-, en virtud de lo dispuesto en el
párrafo 2" del artículo 75 de la Ley de la Ju risdicción
Constitucional, pero no po r gestionar los intereses difusos que
corresponderían a sus miembros individualmente, sino por su
condición de entidad corpora tiva, que ostenta y ejerce la
representación y def ensa, precisamente, del núcleo de intereses de
aquéllos, miembros de su determinada colectividad o actividad
común, y en cuanto los representa y defiende; y esto, tanto da si,
como pretende la Cámara, sus miembros -los Diarios
Nacionales- ej ercen ellos mismos la libertad de expresión, o si,
como alega el Procurador General, lo que hacen es, sencillam ente,
prestar sus servicios a quienes la ej ercen. De manera que estamos
frente a la típica legitimación corporativa, que ya esta Sala ha
definido reiteradam ente como derivada de los intereses de una
colectividad en su conjunto -en el caso, la de los Diarios
Nacionales- ;

b) La segunda -acción N° 5486-95, planteada por el Def ensor de
Luis Amón Castro-s. de conformidad con el artículo 75 párrafo l "
de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en cuanto se funda en
una causa penal en la cual se le persigue por el delito electora l
establecido en el propio artículo 85 del Código Electoral aquí
impugnado;.

-c) La tercera - consulta judicial- , por estar correctamente
formu lada y también fundada en una causa penal en que habrían de
aplicarse las disposiciones cuestionadas, en los término s de los
artículos 102, 103 Y 104 de la misma Ley de la Juri sdicción
Constitucional.

La Sala no considera, en cambio, necesario ref erirse al memorial
del 24 de febrero último, presentado por la Secretaria General del Partido
Unidad Social Cristiana, porque no pu ede tenerse a éste propiamente por
apersonado, como parte ni como coady uvante, dados los términos de su
gestión y el estado en que ya se encontraba el expediente, todo esto sin
perjuicio de las potestades de este Tribunal para considerar de oficio, por
conexidad y de conformidad con lo disp uesto en el artículo 89 de la Ley
de la Jurisdicción Constitucional, la cuestión de constitucionalidad de los
artículos 79, 85 y, en su caso, 151 inciso e) del Código Electoral , en su
texto actual.

B - Competencia de la Sala en este asunto:

Il. - Normalmente la Sala, en ejercicio de su competencia como
contralor supremo de la constitucionalidad de las normas y actos de
cualquier natura leza sujetos al derecho público (artículo 10 de la
Constitución Política), además de la alternativa de anularlos, pura y
simplemente, por inconsti tuciona les, con efectos erga omnes y de
principio retroactivos, o tenerlos po r constitucionales, confirmando así su
plena validez, tiene también la posibilidad de declarar la
inconstitucionalidad, no de la norma o acto en sí, sino tan sólo de su
interpretación o aplicación por las autoridades públicas, o incluso la de
afirmar su constitucionalidad 'a condición de que ' se interpreten y
apliquen en determinada forma y con determinado contenido 'conf ormes
con'el Derecho de la Constitución (artículo 3 0 de la Ley de la Jurisdicción
Constitucional).

IIl.- No obstante, estas dos últimas opciones -de declarar la
inconstitucionalidad o condicionar la constitucionalidad sólo de la
interpretación y aplicación de las normas o actos en cues tión, no de las
normas o actos en sí- no son totalmente disponibles para la Sala en la
llamada 'materia electoral', porque, si bien su competencia en materia del
control de constitucionalidad es única y plenaria, lo cierto es que, como

se dijo en la sentencia N° 3194-92 de las 16:00 horas del 27 de octubre de
1992, no puede soslayar la que la Carta Fundamental otorga al Tribunal
Supremo de Eleccion es para

"interpretar en f orma exclu siva y obligatoria las disposiciones
constitucionales y legales referentes a la materia electoral " (artículo
102 inciso 3 0 de la Constitución Política) ;

lo cual obliga, entonces, a que, al ejercer el control de constitucionalidad
que le atribuye el artículo 10 de la Constitució n, no pu eda desentenderse
de la interpretación o aplicac ión de las normas o actos imp ugnados que
en los casos concretos les haya dado el Tribunal, de modo que no sería
decoroso condic ionar su validez a una 'interp retación conforme ' diversa
de la suya; razón por la cual, en lo que hace a la materia electoral, no
tiene las mismas opciones que respecto de las demá s, debiendo más bien
considerar que la interpretació n que haya dado el Tribunal se integra con
las propias normas o actos interpretados, prácticamente con su valor y
efecto, equivalentes a los de una 'interpretación auténtica '; es decir, que,
en estos casos, la eventual incompatibilidad constitucional que la Sala
estim e de la interpretación del Tribunal deviene, por obra de las
potestades de éste, en inco nstitucio na lidad de la propia norma
interpretada .

C - Cuestiones Con stitucionales Implicadas:

IV.- Aunque las acciones tienden específicamente a que se declare
la inconstitucio nalidad de los párraf os primero y penúltimo, y de los
incisos e) , d), y j) e i) del entonces articulo 85 del Código Electoral ­
antes de su reciente refo rma por Ley N° 7653 de 1996- , por ser
contrarios a los artículos 20, 26, 28 Y 29 de la Constitución Politica, y la
del párrafo penúltimo también por serlo al 39 de la misma, lo cierto es
que, en realidad, se está implicando la inconstitucionalidad de la totalidad
del dicho artículo 85, que definía y vuelve a definir, a su vez, un régimen
de excepción al general del 79, no objetado de manera expresa en este
proceso, pero que conviene reprodu cir también. Textua lmente:

"Artículo 79.- Los partidos políti cos tienen derecho a hacer, en
cualquier tiemp o, toda clase de propaganda, inclusive electoral. Las
manifestac iones, desfi les u otras actividades en vías públicas, plazas o
parques deberán contar con la autorización de las autoridades que
correspondan; duran te los dos meses inmediatamente anteriores a las
eleccio nes, requerirán el permiso de la ofic ina o del fun cionario que el
Tribunal Supremo de Elecciones des igne. La solicitud deberá

' f ormu larse, en amb os casos, por lo menos con ocho días de
anticipación.

"Los partidos políticos tendrán derecho, en cualquier tiempo, a
realizar reuniones u otras actividades en sitios y recintos privados, sin
necesidad de autorización.

"No podrá hacerse propaganda electoral ni manifestaciones en
vías o lugares públicos entre el 16 de dicie mbre y el la de enero, ambos
inclusive, inmediatamente anteriores a las elecciones. Durante este
período, únicam ente los candidatos a la Presidencia de la República
podrán divulgar un mensaje navideño, según la reglamentac ión que al
efe cto dictará el Tribunal Supremo de Elecc iones ".

"Artículo 85.-Quince días después de la convo cator ia, y hasta
diez días despu és de las elecciones, sólo las empresas de radio, de
televisión, de periódicos y de imprentas que no sean órganos oficiales
de los partidos, cuyos gerentes, propietarios o personeros las hubieren
inscrito en el Tribunal Supremo de Elecciones para prestar servicios de
propaganda electoral, estarán autorizadas y obligadas para ello, todo
de conformidad con las siguientes disposiciones:

"a) En la inscripción se indicará el horario y las tarifas de
servicio, las que no p odrán exceder del promedio de las
cobradas dura nte los doc e meses ant eriores a la
convocatoria, para los servicios comerciales corrientes, por
la respectiva empresa;

"b) La inscripción deberá hacerse dentro del mes siguiente a la
convocatoria y la autorización se extenderá hasta diez días
después de las elecciones;

"e) Solamente los partidos inscritos y, únicamente con el objeto
de expli car su programa e impugnar el de sus contrarios, así
como para las demás actividades político-electora les y para
exam inar la condu cta pública de los funcionarios y de los
candidatos que se proponen, podrán hacer uso de los
servicios de las empresas dichas, para su propaganda
políticoelectoral, en el período de los tres meses anter iores a
las elecc iones.
Este derecho cesará para los partidos que no hubieren
inscrito candidaturas al vencimiento señalado en el artículo
76 del Código ;

"d) La propaganda estará limitada, po r partido po lítico, a no
más de una página p or edición, o su equivalente en número
de centímetros cuadrados en cada uno de los diario s
nacionales. En lo que respecta a la propaganda p or
televisión, cada partido tendrá derecho a un máximo de diez
minutos diarios por canal. Este tiempo se distri buirá de la
siguiente manera: cinco minutos para cortos
propagandísticos y cinco minutos para exposiciones del
candida to o de quien design e el partido, sobre su programa
de gobi erno.
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El tiempo que alguna agrupación política dejare de utilizar
no será acumulable por ningún motivo, salvo en el caso del
tiempo, reservado para exposiciones de los candidatos o
representantes, que podrá acumularse dentro de cada
semana.
Para la propaganda por radio se dedicará un máximo de
diez minutos diarios para cortos comerciales, por emisora,
no acumulables, y un máximo de treinta minutos por semana,
por emisora, para exposiciones del candidato o de algún
representante del partido, sobre su programa de gobierno.

"e) Para la propaganda electoral no se podrán usar aeronaves.
Tampoco se podrá lanzar o colocar propaganda en general
en las vías o lugares públicos. El uso de altoparlantes es
prohibido, sin embargo, podrá usarlos enforma estacionaria
o por medio de vehículos que no sean aereonaves, el partido
político que tenga permiso para reunión, manifestación, o
desfile sólo en el lugar y el día correspondiente;

''jJ Las empresas autorizadas para realizar propaganda política
presentarán al Tribunal Supremo de Elecciones copia de los
textos escritos de toda propaganda que publiquen, impriman,
o transmitan por cuenta de los partidos políticos, al día
siguiente de recibida. El texto de dicha propaganda deberá
estar firmado por el personero autorizado del partido que se
trate y será enviado al Tribunal con la firma del
representante legal de la respectiva empresa de publicidad.
Tratándose de propaganda por radio y televisión se deberá
indicar además el horario convenido;

"s Los partidos políticos deberán inscribir en el Tribunal
Supremo de Elecciones y en las empresas autorizadas para
difundir propaganda electoral los nombres, rúbricas y
cédulas de identidad de los personeros facultados para
autorizar los textos de propaganda;

"h) Los conceptos que se publiquen no han de contener injurias
ni calumnias y deben corresponder a un texto escrito,
firmado por el representante autorizado del partido que
disponga la publicación. Por la injuria o la calumnia podrá
seguirse el proceso correspondiente, de conformidad con lo
que establezca la ley.

"i) Durante la última semana anterior a la elección, los partidos
políticos podrán publicar, por espacio de dos días, un
máximo de cuatro páginas por edición, para exponer
aspectos relativos al programa de gobierno y a la
organización para el día de las elecciones.
Durante los dos días inmediatos anteriores y el día de las
elecciones, los partidos políticos no podrán hacer
manifestaciones ni desfiles públicos ni propaganda de
ninguna especie;

''}) Las empresas de comunicación, información y publicidad
deberán garantizar igualdad de condiciones para todos los
partidos políticos.

"La infracción a las disposiciones de este artículo, constituye delito
electoral, que se sancionará con multa de mil a cinco mil colones a
favor del Hospital Nacional de Niños, y serán responsables
solidariamente tanto los autores, como el propietario, gerente,
arrendatario o administrador, en su caso, de la respectiva empresa de
publicidad. En la misma pena incurrirán los que haciéndose pasar por
personeros de un partido político, o sin la autorización del mismo,
dispusieran cualquier publicación referente a aquél partido. La multa
deberá ser pagada veinticuatro horas después de quedar firme el fallo,
bajo la pena de convertirse en prisión a razón de un día por cada cien
colones de multa; los jueces penales con jurisdicción en los lugares en
que se comete la infracción, serán los competentes para conocer de las
causas respectivas , a las que deberán dar preferencia sobre cualquier
otro asunto sometido a su conocimiento. Caso de reincidencia, el Juez
aplicará la multa al máximo y ordenará a la empresa reincidente la
suspensión de toda publicidad relativa a propaganda político­
electoral, por el resto del período a que hace referencia el inciso b) de
este artículo.

"Cuando a su juicio así proceda en razón de las circunstancias y
sin perjuicio de la actuación de la autoridad judicial, el Tribunal
Supremo de Elecciones podrá, por propia autoridad, ordenar en
cualquier momento a las autoridades, proceder a suspender la
publicación o transmisión que viole las disposiciones de este artículo".

V~Las circunstancias del presente caso requieren, además, tener
presente el texto nuevo de los artículos 79, 85 y 151 inciso e), como se
anticipó (Resultando lX), en virtud de la Ley N° 7653 de 10 de diciembre
de 1996 (vigente desde su publicación, el 23); texto que, si bien mantiene
los lineamientos generales del anterior, lo modifica en aspectos
importantes, casi todos haciéndolo más riguroso. En este sentido, la Sala
considera que los textos nuevos interesan, tanto como los anteriores, a las
cuestiones de constitucionalidad planteadas, porque son los llamados a
regir en la campaña electoral que se avecina.

A continuación se transcribe la reforma, en lo que hace a los
artículos dichos, 79, 85 y 151 inciso e), con indicación de la norma que
cada una ha venido a reemplazar:

"Artículo 79.~Libertadpara difundir propaganda:

"(antes párrs. 1" y 2") Los partidos políticos tendrán derecho a
difundir, en cualquier momento, toda clase de propaganda, excepto la
electoral; así como a realizar reuniones u otras actividades en sitios y
recintos privados, sin necesidad de autorización.

"(antes párr. 1") Las manifestaciones, desfiles u otras actividades
en vías públicas, plazas o parques, deberán contar con el permiso de
las .autoridades correspondientes. Durante los dos meses
inmediatamente anteriores a las elecciones, requerirán el permiso de
la oficina o el funcionario que el Tribunal Supremo de Elecciones
designe. En ambos casos, la solicitud deberáformularse con ocho días
de anticipación por lo menos.

"(antes párr. 3") Podrá difundirse propaganda electoral sólo
durante los meses de noviembre y enero inmediatamente anteriores a
la fecha fijada para las elecciones. No podrá efectuarse propaganda
electoral ni manifestaciones en vías o lugares públicos durante el mes
de diciembre inmediatamente anterior al día de las elecciones.
Durante este período, sólo las candidatos a la Presidencia de la
República podrán divulgar un mensaje navideño, según la
reglamentación que dictará el Tribunal Supremo de Elecciones".

"Artículo 85. ~Disposiciones para las empresas de propaganda
electoral:

"(antes párr. 1") Sólo estarán autorizadas para prestar servicios de
propaganda electoral las empresas inscritas por sus representantes
para este fin, en el Tribunal Supremo de Elecciones. Una vez inscritas,
estarán obligadas a prestar sus servicios, de acuerdo con las sigui~s

disposiciones: _"Vi
"a) (antes párr. 1" en parte, e inc. bY) La inscripción deberá

efectuarse dentro del mes siguiente a la convocatoria a
elecciones y la autorización se extenderá hasta diez días
después de la elección;

"b) (antes inc. a)) En la solicitud de inscripción y dentro del
asiento correspondiente al Tribunal, deberán indicarse las
tarifas de servicio, la razón social, las calidades de quien
gestione a nombre del medio y el lugar para oír
notificaciones. Se rechazarán de plano las solicitudes donde
se consignen tarifas superiores a las cobradas durante los
doce meses anteriores a la convocatoria a elecciones, para
los servicios comerciales corrientes, por la empresa
gestionante;

"e) (antes inc. j)) Las empresas y los medios de comunicación
inscritos deberán garantizar igualdad de condiciones y de
trato a todos los partidos políticos que participan en la justa
electoral;

"d) (antes inc. g)) Los partidos políticos deberán inscribir, en el
Tribunal Supremo de Elecciones, nombres, calidades y
rúbricas de las personas facultadas para autorizar la
publicación o difusión de propaganda político-electoral. En
ningún caso, se publicará propaganda de este tipo suscrita
por personas no autorizadas o efectuada por medic;.¡¡,e
empresas sin inscribir; . \~}

"e) (antes inc. c)) Durante los tres meses anteriores u .rta
elección, únicamente los partidos con candidaturas inscritas
podrán usar los servicios de las empresas dichas, para su
propaganda pollticoelectoral, y sólo para explicar su
programa, impugnar el de sus contrarios, formular
planteamientos de carácter ideológico, informar sobre
actividades políticoelectorales y examinar la conducta de los
candidatos propuestos.
Para los partidos que no hubieren inscrito candidaturas, este
derecho cesará al vencimiento señalado en el artículo 76 de
este mismo Código;

''jJ (antes inc. d)) El Tribunal Supremo de Elecciones
establecerá las regulaciones especíjicas para garantizar el
cumplimiento del principio de igualdad en materia de
difusión y asegurar la moderación de la cantidad de medios
empleados. El Tribunal fomentará la difusión del
pensamiento político y tratará de mantener la publicidad
dentro de límites razonables.
Con el fin de asegurar el cumplimiento del principio de
igualdad en los términos señalados en el párrafo anterior, el
Tribunal Supremo de Elecciones desinscribirá a las personas
fisicas o jurídicas que incumplan las regulaciones que dicte.
Ese Tribunal asegurará que los porcentajes de gasto
destinados a difundir pensamientos, debates ideológicos y
programáticos serán, en todo caso, superiores al porcentaje
asignado a anuncios publicitarios reiterativos.
"Previa audiencia que otorgará a los partidos políticos por
un plazo prudencial, el Tribunal publicará, dentro de los diez
días siguientes a la convocatoria a elecciones, los límites de
espacio y tiempo que habrán de utilizar los partidos con base
en estos principios;

"g) (antes inc. i)) En la semana anterior a la elección, los
partidos políticos podrán publicar únicamente, por espacio
de dos días, un máximo de cuatro páginas por edición, para
sus programas de gobierno y la organización del día de las
elecciones.
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"Durante los dos días inmediatos anteriores y el día de las
elecciones, no podrán realizar manifestaciones, desfiles
públicos ni difundir propaganda de ninguna especie.
"En cuanto al uso de radiodifusión y televisión, regirán los
límites dispuestos por el Tribunal para el período anterior;

"h) (antes inc. f)) Las empresas autorizadas para publicar
propaganda política pres entarán al Tribunal Supremo de
Elecciones, al día siguiente de la publicación, copia de los
textos escri tos de las piezas de propaganda que p ubliqu en,
impriman o transmitan conf orme a las dispo siciones de este
art ículo. El person ero autorizado del p artido y el
representante legal de la empresa deberán firmarlos.
"Cuando se trate de propaganda por radio y televisión,
deberá indicarse además el horario en que fue transmitida;

" i) (antes inc. h)) Los conceptos que se publiquen no habrán de
contener injurias, calumnias ni difamaciones y deberán
corresponder a un texto escrito, firmado por el representante
aut orizado del partido. Por la injuria, calumnia o
difama ción, podrá seguirse el proceso correspondiente, de
conf ormidad con lo establecido por ley, sin perjuicio de la
facultad de ordenar la suspensión a que se refiere el inciso k)
de este mismo artículo;

"}) (nuevo) A partir del día siguiente a la convocatoria y hasta
el prop io día de las elecciones, el Pode r Ejecu tivo, la
administración descentral izada y las empresas del Estado,
no podrán publicar difusio nes relativas a la gestión propia
de su giro, salvo las de carácter eminentemente técnico que
resulten indispensables y contengan información
impostergable en razón de las circunstancias, por estar
relacionadas con servicios públicos esenciales . Las
publicaciones contrarias a lo dispuesto aquí harán incurrir
a los funcionarios responsables en el delito de
desobediencia;

"k) (ant es párr. final) Cuando proceda en razón de las
circunstancias y sin perjuic io de la actuación de la autoridad
judicial, el Tribunal Supremo de Elecciones, a su criterio,
podrá ordenar en cua lquier mom ento susp ender la
publicación o transmisión violatoria de las disposiciones de
este artícu lo;

"1) (antes inc. e)) Se prohibirá lanzar o colocar propaganda
electoral en las vías o lugares p úblicos, o en lugares
privados mientras no se cuente con la autorización del
propieta rio. El uso de altoparlant es para actividades
político-electorales será prohibido; sin embargo, podrá
utilizarlos enforma estacionaria o por medio de vehícu los, el
partido p olítico que tenga permiso p ara reunión,
manifestación, o desfi le, sólo en el lugar y el día
correspondientes ".

"Artículo 151.-Serán sancionados con pena de dos a doce meses
de prisión ...:

"e) (antes arto 85 párr. pe núlt.) Las p ersonas fis icas, los
representantes de las empresas, de los partidos políticos y de
las instituciones públicas que desacataren lo disp uesto en el
artículo 79, en los incisos d), e), f) , g), h) y j) del artícu lo 85,
artículo 85 bis, art ículo 85 ter, y art ículo 176 bis ".

VI.-En resumen, de la integración de los textos, anterior y actual,
a la luz del principio de prevalencia de la ley posterior, atemperado, en lo
penal, por el de aplicación pref erente de la norma más favorable al reo, y
considerando, en todo caso, la jurisprudencia del Tribunal Supremo de
Elecc iones, que la Sala no puede soslayar, por lo expuesto supra
(Considerando ¡JI), puede decirse que el artículo 85 del Código Electoral,
en su texto hoy vigente, conforme a la reforma introducida por la Ley N°
7653:

a) Tiene por obje to regular, temporalm ente, durante el período
denominado de 'campaña electoral ' ---en general, de los tres meses
anteriores a cada elecc ión nacional (inc. e), antes c)), pero en
realidad de los dos meses de noviembre y enero (art. 79 párr. 3")­
la 'propaganda electoral ', la cual queda totalmente prohibida fuera
de ese período y en el mes de diciembre anterior a la elección ­
esto es, durante los restantes tres años y diez meses- (art. 79 párrs.
l " y 3"); esto último, por cierto, a diferencia de las normas
anteriores, que la permitían po r regla general;

b) Como excepción a esa prohibición total, otorga temporalmente un
derecho limitado a hacerla durante el período de 'campaña
electoral ' - en realidad, como se dijo, de los meses de noviembre y
enero anteriores a cada elección nacional y hasta diez días después
de celebrada- , pero sólo en favor de los partidos políticos con
candidatos inscritos pa ra la resp ectiva elecc ión (inc. e) antes e); la
alusión fina l a la cesación del derecho para los que no los hayan
inscrito parece más bien obedecer a la inercia de textos anteriores,
ya que ante el actual carece de sentido). Lo cual implica, no sólo la
prohibición de cualquier otra propaganda, sino también la total
exclusión de cualesquiera otros partidos, inscritos o no, de los
propios medios, registrados o no, y de los particulares en general.
En lo que se refiere a los particulares, debe advertirse que, si bien
el Procurador General de la República ha considerado que el
artículo 85 no les es aplicable, es lo cierto que el Tribunal Supremo

de Elecciones ha interpretado invar iablemente que sí-de hecho, la
gran mayoría de sus pronunciamientos han sido para prohibir las
expresiones califi cadas como de propaganda electoral suscritas por
particulares- ;

e) Paralelamente, otorga también un derecho temporal exclusivo para
prestar los servicios de imprimir, publicar y difundir la propaganda
electoral autorizada de los partidos autorizados, a los medio s de
comunicación colectiva y de imprenta o p ublicidad que se hayan
registrado, con sus tarifas , ante el Tribunal Supremo de Elecciones
desde el mes de octubre - siguiente a la convo catoria a elecciones,
el l " de ese mes (art. 97)-; con exclusión, p ues, de cualesquiera
otros medios no registrados, aun los órganos oficiales de los
partidos políticos - que sí estaban excep tuados de los textos
anteriores (art. 85 párr. 1")- . Nótese que, de todas maneras, tanto
antes como ahora los propios medios autorizado s se encuentran, al
igual que los particulares en general, impedido s de hacer la
propaganda electoral ellos mismos - sólo lo están para publicar o
difundir la de otros: los partidos-;

d) Apo dera al Tribunal Supremo de Eleccio nes para dispon er o
reglamentar discrecionalmente todo lo relativo a las regulaciones y
limitaciones del artíc ulo 85, inclusive con la fijació n de espacios y
de horarios para las publicaciones y transmisiones autorizadas
(inc. f)), reemplazando así el texto anterior, que fijaba directamente
los límites cuantitativos y cualitativos de la propaganda electoral
(inc. d) ref ormado);

e) Crea, además, una serie de restricciones, prohibiciones y
condiciones a la misma 'propaganda electoral ' autorizada, todo
esto mediante criterios y conceptos jurídicos indeterminados , que el
Tribunal debe determinar de modo discrecional, como los de

"garantizar el cump limiento del p rincipio de igualdad en materia
de difusión ", "asegurar la moderación de la cantidad de medios
emp leados ", "fomentarfá] la difusió n del pensamiento político "
"mantener la publicidad dentro de límites razo nab les ",
"asegurarjá] que los porcentajes de gasto destinados a difundir
pensamientos, debates ideológicos y programáticos serán, en todo
caso, superiores al p orcentaje asignado a anuncios p ublicitarios
reiterativos " (inc. f) , antes d)) .

f) Es tablece p rohibiciones y condiciones que operan, no sólo
obligando a someter al Tribunal Supremo de Elecciones el material
de .propaganda el día siguiente de publicada o difundida (inc. h)
antes f)) , y sancionando, aun penalmente, a los que violen sus
regulac iones y limitaciones (art. 151 inciso e) antes 85 párr.
penúlt. ), sino incluso imponiendo, manu militari, su suspensión o
supresión posterior (inc. k) antes párr. últ.), y hasta sancionando
con la desinscripción y consiguiente exclusión de los medios - la
norma dice, con evidente error, 'las personas fis icas o jurídicas '­
que, a su juicio, reincidan en el incump limiento de las regulaciones
de la ley o suyas prop ias (inc. f) párr. 2° nuevo) .
El Tribunal ha entendido que nada de esto significa ejercer
'censura previa ' sobre la libre emisión del pensamiento, la cual, de
todos modos, considera que no es ilimitada y p uede ser regulada
por razones de interés público o, como lo dice el artículo 28 de la
Constitución, para pro teger la moral o el orden público, o los
derechos de terceros; p orque lo que se regula y restringe es la
producción posterior de la propaganda p olítico-electoral, la cual
no es coincidente con la libertad de expresión; y porque, en todo
caso, la suspensión o prohibición de la propaganda censurada no
se realiza sino después de su - primera- publicación o difusión;

g) Finalmente, causa una responsabilidad y sanción de carácter
penal, antes con pe na de multa convertible en arresto, hoy con la de
prisión, no sólo contra los medios y partidos autorizados que
transgredan las dichas regulaciones o limita ciones de los artículos
79 y 85 ---entre otras-, sino también contra los no autorizados,
medios, partidos o particulares que desacaten las prohibiciones y la
veda absoluta que ambos textos legales les imponen (art. 151 inc.
c) antes 85 párr.p enúlt.)

VIJ.- No está de más advertir que, en cambio, con la ref orma de la
Ley N° 7653 (art. JO de ésta) ha desaparecido toda la serie de excepciones
originalmente impugnadas, disp uestas en el párraf o penúltimo del mismo
artícu lo 85 y en los artículos 155 a 158 del texto anterior, respec to de los
benefi cios acordados, en general, por la legislación común a favor de
todos los reos y condenados, cualesquiera que f ueran sus crímenes;
excepciones tales como la apreciación de la prueba 'en conc iencia ', sin
sujeción a las reglas del derecho común, o la punición para el delito
frustrado igual que para el consumado, o la exclu sión del indulto, la
amnistía o cualquier otra gracia, así como de los beneficios sobre
suspensión de la pena, liberación condicional o retención (sic), y aun
otras que ya esta Sala o los tribunales comunes habían hecho desaparecer
por inconstitucionales, o inaplicables, como la p retendida responsabilidad
penal 'obj etiva'de los personeros de partidos y medios, o la desaplicació n
del principio de pref erencia de la norma más favorable al imputado. Lo
cual hace innecesario referirse a estas cuestiones, sobre todo porque,
además de su derogatoria pro f uturo, el principio de prevalencia de la
norma más favorable las hace inaplicables también a los casos
pendientes, e incluso a los ya resueltos, por la vía del recurso de revisión
(art. 490 inc. 5° Código de Procedimientos Penales) .
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Tampoco resulta necesario, en este caso por improcedente, referirse a la
alegada violación de los artículos constitucionales 20, que consagra el
principio de libertad personal en general, específicamente frente a f ormas
de esclavitud o servidumbre diversas de las que se discuten en estos autos,
o 26, que reconoce el derecho f undamental de reunión, que no se
encuentra involucrado en los mismos, si bien por su medio se ejerce
también la libertad de expresión y se puede realizar la propaganda
electoral.

D- La libertad de expresián, el/ gel/eral:

VIII.- La acción principal se sustenta en la tesis de que el artículo
85 del Código Electoral, al regular la propaganda electoral, limitándola
al período de la llamada 'campaña electoral " a los medios de
comunicación registrados en el Tribunal Supremo de Elecciones y a los
partidos po líticos con candidatos inscritos para la respectiva elección
nacional, restringe ilegítimamente el derecho funda mental a la libertad de
expresión, lo somete a una previa censura y sanciona indebidamente su
legítimo ejercicio, violando las normas y pr incipios de rango
constitucional e internacional que lo reconocen y garantizan,
particularmente los de los artículos 28, en su fr ase inicial, y 29 de la
Constitución y 13.1..2 y.3 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, según los cuales:

"Artículo 28 (Constitución Política):

"Nadie puede ser inquietado ni perseguido por la manifestación de
sus opiniones ni por acto alguno que no infrinja la ley ... ".

"Artículo 29 (Constitución Política) :

"Todos pueden comunicar sus pensamientos de palabra o por
escrito, y publicarlos sin previa censura; pero serán responsables de
los abusos que cometan en el ejercicio de este derecho, en los casos y
del modo que la ley establezca ".

"Artículo 13 (Convención Americana): Libertad de Pensamiento y
de Expresión:

" 1.Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de
expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y
difundir iriformaciones e ideas de toda índole, sin consideración de
f ronteras, ya sea oralmente, por escrito o en f orma impresa o
artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.

"2.El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede
estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores,
las que deben estar expresamentefij adas por la ley y ser necesarias
para asegurar:

"a) El respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o
"b) La protección de la seguridad nacional, el orden público, o

la salud o la moral públicas.

"3.No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios
indirectos, tales como el abuso de controles ofic iales o particulares
de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas o de
enseres y aparatos usados en la difusión de iriformación o por
cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación
y la circulación de las ideas y opiniones "

Lo cual implica, ante todo, la necesidad de definir si la propaganda
electoral involucra o no, de qué manera y en qué grado, el derecho
fundam ental de la libertad de expresión.. Adicionalmente, la Sala deberá
tener presente que en este proceso se discuten cuatro aspectos de la
propaganda electoral que, aunque vinculados entre sí, no tienen que ser
valorados de la misma manera y con la misma intensidad desde el punto
de vista del Derecho de los Derechos Humanos y del Derecho de la
Constitución: uno, el del ejercicio mismo de la propaganda electoral ­
por los partidos, por los propios medios, por los periodistas, por los
ciudadanos en general- ; otro, el de los servicios de propaganda
electoral, que los medios no ej ercen por si mismos, sino son el vehículo
para que aquéllos la ejerzan, actividad que el Procurador General califica
de meramente comercial o económica, si bien es innegable que,
cualquiera que sea su naturaleza, está relacionada de modo esencial con
la primera; otro, el de si uno u otros - el ejercicio o los servicios de
propaganda electoral- pueden ser regulados o incluso restringidos en
aras de la moral o el orden público, o de los derechos o libertades de
terceros, en especial los involucrados específicamente en el proceso
electoral; y, por último, el del ya aludido, del delito electoral en que
incurran o puedan incurrir unos u otros al infringir las regulaciones de la
misma propaganda electoral.

IX - Ciertamente, nuestra Constitución Política define la libertad
de expresión en laforma bastante limitada del derecho de todos a la

"manifestación de sus opiniones " (art. 28) [o a] "comunicar sus
pensamientos de palabra o por escrito, y publicarlos sin previa
censura" (art. 29),

lo cual, por cierto, dio pie al Procurador General de la República para
considerar que sólo está garantizada constitucionalmente la expresión del
pensamiento propio. Sin embargo, son otrosy más amplios los términos de
la Convención Americana, a la cual, por cierto, le conviene lo dicho ya
por esta Sala, en el sentido de que

"como lo ha reconocido la jurisprudencia de esta Sala, los
instrumentos de derechos humanos vigentes en Costa Rica tienen no
solamente un valor similar a la Constitución Política, sino que, en la
medida en que otorguen mayores derechos o garantías a las personas,

priman sobre la Constitución " (v. sentencia N° 2313-95 de 16:18 hs.
del 9 de mayo de 1995, que recuerda, a su vez, una anterior, N° 3435­
92, y su aclaración, N° 5759-93).

X-En realidad, pues, siguiendo a la Convención, en Costa Rica la
libertad de pensamiento y expresión comprende, como dice textualmente
su artículo 13.1, el derecho de toda persona a

"buscar, recibir y difundir iriformaciones e ideas de toda índole, sin
consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma
impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su
elección ";

lo cual incluye, obviamente, amén de la libertad puramente noticiosa, de
informaci án de hechos y circunstancias, la de valorarlos y, en general,
expresar y comunicar el pensamiento, la opinión, la imaginación o la
inspiración propios o ajenos, por cualquier medio y, cabe agregar, en
cualquier materia y con cualquier propósito. En este sentido, ya la Sala
tuvo la oportunidad de ubicar el ejercicio, por ejemplo, de la mera
propaganda comercial como una manifestación característica de la
libertad de expresión (v. sent. N° 824-94 de 16:12 hs. del 9 de f ebrero de
1994).

Xl.-Así definida, la libertad de expresión se inscribe, en primer
lugar, esencialmente en el principio y derecho general de libertad, tal
como se recogen en el artículo 28 de nuestra Constitución Política, con
sus consecuencias, las cuales, por cierto, ya han sido expuestas y
recalcadas en otras oportunidades por esta misma Sala, en términos como
los siguientes:

" ...el artículo 28 de la Constitución Política preserva tres valores
fu ndamentales del Estado de Derecho costarricense: a) el princi¡;-',?
libertad que, en su for ma pos itiva implica el derecho de .".Js
particulares a hacer todo aquello que la ley no prohíba y, en la
negativa, la prohibición de inquietarlos o perseguirlos por la
manifestación de sus opiniones o por acto alguno que no infrinja la
ley; b) el principio de reserva de ley, en virtud del cual el régimen de
los derechos y libertades fundam entales sólo puede ser regulado por
ley en sentido formal y material, no por reglamentos u otros actos
normativos de rango inf erior; y e) el sistema de la libertad, conf orme
el cual las acciones privadas que no dañen la moral, el orden público
o las buenas costumbres y que no perjudiquen a tercero están fu era de
la acción, incluso, de la ley. Esta norma, vista como garantía, implica
la inexistencia de potestades reglamentarias para restringir la libertad

.o derechosf undamentales, y la pérdida de las legislativas para regular
las acciones pr ivadas fuera de las excepciones de ese artículo, en su
párrafo 2~ el cual crea, así, una verdadera 'reserva constitucional ' en
favo r del individuo, a quien garantiza su libertad frente a sus
congéneres, pero, sobre todo, frente al poder público. La inmediata
consecuencia de esto es que, si bien existe una potestad o competencia
del Estado para regular las acciones privadas que sí dañen la moral o
el orden público, o perj udiquen los derechos iguales o superiores de
terceros, sin embargo, como ya lo había dicho la Corte Plena en el
fallo citado [se refi ere al de sesión extraordinaria N° 51 de 13:30 hs.
del 26 de agosto de 1982], no es cualquier tipo de disposición estatal
la que puede limitar esas acciones privadas dentro de las excepcifi«i~

previstas por dicho artículo 28, sino únicamente las normativas Ir) !
rango de ley, excluyéndose así, expresame nte, los decretos
reglamentarios dictados por el Poder Ejecutivo, y los reglamentos
autónomos, dictados por el mismo Poder Ejecutivo o por las entidades
descentralizadas para la autorregulación de sus fun ciones o servicios,
lo mismo que cualquiera otra norma de igualo menor jerarquía " (v.
sentencia N° 1635-90 de 17:00 hs. 14 de noviembre de 1990).

Xll. -Afirmar que la libertad de expresión es un derecho
fu ndamental significa, pues, ante todo:

a) Que se trata, por su naturaleza, por su ubicación y contenido
constitucionales y por su posición en el Derecho de los Derechos
Humanos - tanto interno como internacional- , de un verdadero
'derecho f undamental " valga decir, de un derecho subjetivo que se
atribuye, por defini ción, a la 'intrínseca dignidad del ser humano "
por ende no nacido de la voluntad del Estado ni de ninguna
autoridad política o social, los cuales no crean estos derechos, ni
los inventan, solamente 'los descubren '; no los otorgan o conceden,
solamente 'los reconocen ', más allá de su seno y de su
disponibilidad, porque, como instituciones humanas que son,
ideadas por el hombre para su bien individual y común - mismo y
único bien- , el Estado y la autoridad están en el deber, y sólo en
el deber, no en el derecho ni en la opción, de reconocerlos como
tales a todo ser humano por el hecho de serlo, en condiciones de
igualdad y sin discriminación alguna - sin perjuicio de que, en
materia electoral y política, es posible, de principio, la exclusión de
los no nacionales- ; de respetarlos ellos mismos, sin violarlos, ni
manipularlos, ni escamotearlos por medios directos o indirectos,
desnudos o encubiertos; y de garantizarlos frente a todo y frente a
todos, poniendo a su disposición los mecanismos jurídicos y las
condiciones materiales necesarios para que estén al alcance de
todos y por todos puedan ser gozados efectiva y eficazmente;

b) Que, por ser, precisamente, un derecho humano funda mental, quien
lo actúa lo hace a nombre propio, en ejercicio de una actividad de
la que es titular y no de una concesión o permiso del poder público,
el cual puede, a lo sumo, regularlo por ley, de manera razonable y
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proporcionada, y respetando su 'contenido esencia l ', así como
fiscalizar su ejercicio, por los órganos, és tos sí incluso
administrativos, legalmente comp etentes y mediante el ejercicio de
simples poderes de tutela, a fin de garantizar,precisa y únicamente,
el restablecimiento, o, en su caso, la reparación del orden, la moral
o la salud públicos o los iguales o superiores derechos o libertades
de terceros, de manera de lograr un equilibrio armónico, en este
caso entre el derecho de quien expresa o se expresa, activamente, y
el derecho a la información de quien recibe, pasivamente, el
producto de esa expresión, así como de asegurar el cumplimiento y
eventualmente sancionar el incump limiento de las legítimas
regulaciones impuestas por la ley;

e) Que, en virtud de un principio universal del Derecho de los
Derechos Humanos, según el cual todos éstos son indivisibles e
interdependientes, aunque divisibles en la exigibilidad de cada uno,
e independientes de la voluntad de ninguna autoridad, la sola idea
de que haya, frente a esos derechos fundamentales, "cláusulas
generales de apoderamiento del interés público ", que autoricen
excep tuarlos o limitar los con base, por ejemp lo, en conceptos
jurídicos indete rminados, de segur idad u orden públicos, interés
colectivo, bien común u otros semejantes, y que le toque a la propia
autoridad deter minar, interpretar o aplicar, más allá de lo que cada
derecho f undamental autorice, excepcional y restri ctivamente,
conforme a su propia defin ición en el orden del Derecho de los
Derechos Humanos, es rep ugnante al concepto mismo de los
derechos fu ndamentales de la p ersona humana;

d) Que, por lo dicho, cualquier j ustificado equilibrio armónico entre
el derecho fundamenta l del que exp resa o se expresa y del que
-recibe su expresión no se puede buscar, en el Estado Democrático
de Derecho , mediante la carga de requisitos, garantías o
condiciones previos que tengan por objeto o produzcan como
resultado excluir a cualquier persona de su ejercicio, como se dijo
en condiciones de igualdad y sin discriminación, ni la imposición
de responsabilidades o sanciones, aun posteriores a ese ejercicio,
por el mero incumplimiento de deberes po sitivos o por la violación
de prohibiciones formales o no fundadas en un daño cierto y
comR,.robado a la honra, al prestigio, a la tranquilidad, a la libertad
o, en suma, a los derechos o libertades fu ndamentales iguales o
supe riores de terceros, o a la moral u orden públicos,
rigurosamente considerados, por su orden, como aque llo que hiera
grave, innecesaria o injustificadamente sentimientos generalizados
de la población, o como lo que dañe o amenace seriamente la
existencia, la vida o las condiciones o valores fundamentales de la
comunidad o de conjuntos importantes de sus miem bros.

X/ll.-Ahora bien, trayendo a colación, mutatis mutandi, lo dicho
por esta Sala en su sentencia N° 3550-92 de /6:00 hs. del 24 de noviembre
de 1992 - sobre la libertad de educación y la libertad en general-«,
también a la libertad de expresión, como 'derecho f undamental de
libertad', le convienen las condiciones, atributos, ef ectos y garantías de la
libertad en general, la cual, entendida como ausencia de coacción
arbitraria, es, a su vez, ella misma, uno de los derechos humanos
fundamenta les - o más fun damentales, si cup iere- , como que se asienta
en la base misma de todo el sistema democrático y constitucional, al
imr 'tcar; tanto po lítica como j urídicamente, que exis ten actos de los
p,¡ ulares que el Esta do no puede supr imir en ningún caso, ni alterar,
r~ngir o controlar, salvo mediante la ley misma, directamente y en
supuestos excepcionales, rigurosa y restri ctivamente interpretados y
aplicados . Estos actos son, en primer lugar, los amparados al 'principio
de libertad ' que se consagra en el artículo 28.1 de la Constitución, y, en
segundo, los aludidos por el mismo artículo 28.2, en cualfunda lo que esta
Sala ha denominado el 'sistema de la libertad ', como sigue:

"Artículo 28 (Constitución Políti ca) :

"Nadie puede ser inquietado ni perseguido ... por acto alguno que
no infr inja la ley.

"Las acciones privadas que no dañen la moral o el orden público,
o que no perjudiquen a tercero, están f uera de la acción de la ley ... ";

pero también algunos otros, ya no tan privados, que debe ponerse especial
cuidado en no tratar de suprimir, alterar, restringir o contro lar más allá
de lo legítimamente posible para aquéllos, conf orme a lo dicho supra;
porque, como lo prueba precisamente la experiencia de la libertad de
expresión, a menudo funcionan mejor sin que lo sean , controlados que
sean por la propia libertad.

XIV-Tanto el principio como el sistema de la libertad impon en
una serie de consecuencias formales y materiales, vinculadas todas ellas
al 'principio general de legalidad ' aplicable a las autoridades públicas,
que es su contrapartida necesaria, consagrado y recogido espec ialmente
en los artículos 11 de la Constitución y de la Ley General de la
Administración Pública, según los cuales:

"Artículo 11 (Constitu ción):

"Los fu ncio narios públicos son simples depositarios de la
autoridad y no pueden arrogarse fa cultades que la ley no les concede.
Deben prestar juramento de observar y cump lir esta Const itución y las
leyes. La acción para exigirles la responsabilidadpenal de sus actos es
pública ".

"Artículo 11 (Ley General) :

"l . La Administración Pública actuará sometida al
ordenamiento j urídico y sólo podrá realizar aquellos actos o
prestar aquello s servicios públicos que autorice dicho
ordenamiento, según la escala j erárquica de sus fuentes.

"2. Se considerará autorizado el acto reglado expresamente por
norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido,
aunque sea en f orma imprec isa ";

princip ío de legalidad del que derivan cuatro corolarios de la mayor
importancia para el Derecho de la Constitución, a saber:

a) En primer lugar, el de 'reserva de la ley ', conforme al cual sólo
mediante ley fo rmal, emanada del Poder Legislativo por el
procedimie nto previsto en la Constituc ión para la emisión de las
leyes, es posible regular y, en su caso, restringir los derechos y
libertades fundamentales - todo, por supuesto, en la medida en que
la naturaleza y régimen de cada uno de ellos lo permita, y dentro
de las limitaciones constitucionales aplicab les- ;

b) En segundo, el de que sólo los reglamentos ejecutivos de esas leyes,
reservados al Poder Ejecutivo , pueden desarrollar sus preceptos,
entendiéndose que no pueden incrementar las restricciones
establecidas ni crear las no establecidas por ellas, y que deben
respe tar rigurosam ente su 'contenido esencial '. En este sentido, ya
esta Sala recon oció que, como única excepción a la dicha
exclus ividad de la potestad del Poder Ejecutivo para dictarlos, la
ley sí puede facu ltar al Tribunal Supremo de Elecciones, en virtud
de sus especialísimas competencias cons titucionales, para emitirlos
en la materia electoral (v. sentencia N° 980-91 de 13:30 hs. del 24
de mayo de 1991, sobre fi nanciación adelantada del Estado a la
campaña electoral de los partidos políticos);

e) En tercero, el de que ni aun en los reglamentos ejecu tivos de las
leyes, mucho menos en los autónomos u otras normas o actos de
rango inferior, podrían válidamente las prop ias leyes delegar la
determinació n de regulaciones o restricciones que sólo ellas están
habili tadas para imponer; de donde resulta , a su vez:

d) Fina lmente, el de que toda actividad administrativa en esta materia
es necesariamente reglada, sin poder otorgarse a la Administración
- a ninguna Administrac ión- potestades reglamentarias,
ejecutivas o meram ente administrativas de carácter discrecional,
porque éstas implicarían obviamente un abandono de la propia
reserva de la ley. En síntes is, en el régimen constitucional
costarricense queda fu era del alcance de la ley - sea, de la acción
del Estado- una esfe ra intangib le de libertad, la cual no puede ser
tocada por ninguna autoridad, porque es el hombre, no la sociedad,
qu ien tiene dignidad y consiguientes derechos y lib ertades
fu ndamenta les.

E- Lo específic o de la libertad de expresión:

XV-Los art iculos 29 constitucional y, sobre todo, 13 convencional
son claros al establecer, como una 'libertad ' o 'derecho fundamenta l de
libertad', el primero el derecho a la expresión y publicaci ón del
pensamiento, el segundo el derecho de todos a buscar, recibir y difundir
informaciones e ideas de toda indole, ya sea oralmente, por escrito o en
f orma impres a o artística, o por cualquier medio de su elecc ión, y la
prohibición de la censura previa - salvo en el caso señalado en el inciso
4 ~ que no viene al caso- oEn consecuencia, y en virtud del artículo 28 de
la Constitución, la ley no puede invadir a priori, o preventivamente, la
esfe ra de esa libertad en sí, ni censurar su contenido, aun si éste ocasion e
o pueda ocasionar perjuicio a los derechos o libertades de terceros, a la
moral o al orden públicos, en cuyo caso tiene que limitarse a definir
causales de respo nsabilidad o sanción a pos teriori, y nunca por el solo
hecho de ejercerla.

XVI.-La Corte 1nteramericana de Derechos Human os, en su
opinión consultiva N° OC-5/85 - sobre colegiación obligatoria de los
periodistas-», destacó que las garantías de la libertad de expresión en la
Convención Americana fu eron diseñadas para ser las más generosas y
pa ra reducir al mínimo las restricciones a la libre circu lación de las ideas
e inf ormaciones; de allí que los diversos regímenes polít icos del
Continente, a tono con el Sistema Regional, han venido a exaltar esa
libertad, en su sentido po sitivo , añadiéndole la garantía negativa de la
absoluta prohibici án de la censura previa, a diferencia de la Convención
Europea y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti cos, que
autorizan restricciones o limita ciones preventivas, bien que con carácter
excepcional y de interpretación restrictiva que, de paso, las propias
Constituciones y las jurisprudencias constitucionales e internacionales
respectivas se han ocupado de reafirmar y reforzar. En este último sentido,
hizo énfasis en esa especial diferencia conceptual e institu cional, que no
obedece a la casualidad, sino a que los iberoamericanos, más que los
europeos, y aún que los propios norteamericanos , ciframos en la más
amplia libertad de expresión nuestras mejores esperanzas de consecución
y perfeccionamiento del Estado de Derecho, de la democracia y de la
libertad. Así, mientras, como se dijo, en los sistemas europeo y universal
son permitidas ciertas restricciones previas - se repite, excepcionales,
muy condicionadas y de interpreta ción restrictiva- , y en el
norteamericano mismo se juega un poc o con el sentido de la 1a enmienda
de su Constitución, por lo menos para permitir ciertas restricciones en
áreas cons ideradas atípicas, como la propaganda comercial -s-nunca, por
cierto, la p olítica o electoral- , o cier tas publicaciones calificadas de
pornográficas o indecentes, en cambio, en la América Latina, tan azotada
tradicionalmente por el despotismo, y la autocracia y un paternalismo que
tiende a menospreciar el valor y la capac idad de cada ser humano para
ser, además del actor, el autor de su propio destino, se han considerado
deleznables esas licencias, y sólo se ha autorizado la censura previa en el
caso de los espectáculos p úblicos, esto únicamente a efecto de regular el
acces o a ellos, para la protección moral de la infancia v de la
adolescencia (art. 13.4 id.)
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XVII.-Así, pues, el más alto Tribunal Internacional americano, de
cuya jurisprudencia esta Sala dijo:

" ...si la Corte Interamericana de Derechos Humanos es el órgano
natural para interpretar la Convención Americana sobre Derechos
Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), la fuer za de su decisión
al interpretar la Convención y enjuiciar leyes nacionales a la luz de
esta normativa, ya sea en caso contencioso o en una mera consulta,
tendrán -i-de principio- el mismo valor de la norma interpretada ... "
(sentencia N° 2313-95 de 16:18 hs. deI9-V-I995, Considerando VI),

hizo énfasis en que el artículo 13.2 de la Convención prohíbe, de modo
absoluto, la previa censura, valga decir, el que ninguna autoridad pueda
lícitamente imponerse del contenido de las informaciones o ideas antes o
independientemente de su publicación o difusión, ni imponerle
condiciones o restricciones que la limiten preventivamente, desde luego
sin perjuicio de que sus autores respondan, a posteriori, de los abusos que
en su ejercicio puedan cometer. Es más, estos abusos tampoco pueden
consistir en la violación de restricciones, legales o administrativas, al
derecho de expresarse libremente en sí, como parece recordarlo el propio
artículo 28 de la Constitución costarricense, sino sólo en los daños
injustificados que se causen al honor u otros derechos fundamentales de
terceros, a la seguridad nacional o al orden, la salud o la moral públicos,
en todo caso reservados a la ley formal; circunstancias todas estas que,
tanto la propia Corte Interamer icana, en relación con la libertad de
expresión, como esta Sala, en el mismo contexto y en el más amplio de la
libertad en general, se han hecho cargo de explicar, siempre con
condiciones y alcances excepcionales y muy restrictivos por cierto;
recordando, al efecto, que sólo están autorizadas las responsabilidades
'fijadas por la ley', aquí entendida, en virtud del principio fundamental de
la 'reserva de la ley' en esta materia, como la formal, emanada del
Parlamento por el procedimiento constitucional previsto para su emisión,
que defina y regule ella misma, sin delegación, las responsabilidades en
cuestión; y que sean, asimismo, necesarias para asegurar, en una
sociedad democrática rectamente entendida, el respeto a los derechos o a
la reputación de los demás, o la protección de la seguridad nacional, el
orden, la salud o la moral públicos, todos éstos interpretados
restrictivamente (v., de la primera, la N° OC-5/85 cit.; de la segunda, las
sents. cits. N° 2313-95 y, sobre todo, N° 3550-92).

XVIII.- Una vez más, amén de la proscripción de la previa censura
-s-inclusive, desarrollo de luego, las restricciones preventivas al ejercicio
de la libertad de expresión en sí-, y de la rigurosa limitación, formal y
material, de sus restricciones posibles -senrendidas, como se dijo,
normalmente como causales de responsabilidades ulteriores por su
ejercicio abusivo, y sólo excepcionalmente como limitaciones de orden
público que no afecten su mismo contenido- , tanto la Corte
Interamericana (orden público. (NoOC5/85 dit.) como, después, esta Sala
(No 2313-95 dit.), insistieron en la enérgica admonición del artículo 13.3
de la Convención Americana, en el sentido de que

"no se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios
indirectos ... o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la
comunicación y la circulación de las ideas y opiniones ";

con lo cual han reafirmado el criterio de la interpretación y aplicación
más extensivas posibles de la libertad de expresión y, desde luego, en
contra de cualquiera que pretenda restringirla o limitarla con base en
causales creadas ad hoc, o ex post facto , o que la desvirtúen - por
ejemplo, en las denominadas 'cláusulas generales de apoderamiento del
interés público " si rechazadas normalmente por la doctrina y la
jurisprudencia en materia de limitaciones de los derechos y libertades
fundamentales en general, mucho más en materia de libertad de
expresión-o

XIX -Por otra parte, la propia Corte Interamericana destacó que
la libertad de expresión tiene dos dimensiones concurrentes: una
individual, de quien expresa y se expresa, y otra colectiva, de todos los
demás a recibir el contenido de esa expresión; dos dimensiones de tal
modo imbricadas que, cuando se restringe la primera, no es sólo el
derecho fundamental de su titular individual el que está siendo violado,
sino también el de todos los demás a recibir sus ideas e iriformaciones.
Asimismo, la libertad de expresión implica el derecho a utilizar cualquier
medio lícito que se utilice para difundir el pensamiento y hacerlo llegar a
cualquier número de destinatarios, de manera que una restricción de esos
medios o de las posibilidades de divulgación significa, al mismo tiempo y
en la misma medida, una violación del derecho de libre expresión.

XX-Pero es que, además, en el Estado Democrático de Derecho,
en el que hunden sus raíces nuestras peculiaridades iberoamericanas y
costarricenses sobre el Estado, la Democracia , la Libertad y la Justicia,
la libertad de expresión es unánimemente reconocida como puerta y
vehículo de acceso a todos los demás derechos y libertades fundamentales,
si no por más digna de protección que los demás, al menos por ser su
garantía más segura y eficaz.

En efecto, el Estado Democrático de Derecho, entendido como la
forma más desarrollada del sistema jurídico, político y social que arranca
de las dos grandes Revoluciones democráticas del sigo XVIII -s-la
norteamericana y la francesa- , y que incorpora sucesivamente los
conceptos y valores de la Democracia, primero representativa, luego
participativa; del Estado de Derecho, primero Liberal, luego Social; del
reconocimiento de la dignidad esencial y de los derechos y libertades
fundamentales de la persona humana, primero formales, luego integrales;
factores estos coronados por un Derecho de la Constitución, primero
supremo pero literal, negativo y excepcional ---en cuanto texto expreso, de

alcance más bien programático, vinculante per se tan sólo como
distribuidor de competencias públicas, y, a lo sumo, como criterio
excepcional de validez del resto del ordenamiento--, luego también
vinculante, principista, positivo y normal, se levanta sobre esos pilares y,
complementariamente, sobre los grandes principios instrumentales de la
limitación y división de los poderes públicos; de la temporalidad y
alternabilidad de los políticos, renovados periódicamente mediante
elecciones libres con participación igualitaria y pluralista de todos los
grupos y tendencias políticos, a través del voto universal de los
ciudadanos aptos para elegir; de libertad para los ciudadanos y el
correlativo de legalidad para las autoridades públicas, con sus corolarios,
especialmente de regulación mínima, por norma expresa, y de reserva de
ley en lo que ataña a la disciplina de la libertad; de la imparcialidad,
independencia, exclusividad y universalidad de la Justicia, en manos de
un Poder Judicial a su vez independiente, etc.

XXI.-Tales principios y valores, esenciales, como se dijo, al
Estado Democrático de Derecho, reclaman, como condiciones sine qua;
non, determinadas garantías instrumentales, entre las cuales y respecto de
las cuales se destacan, muy especialmente, las relativas al funcionamiento
libre, pluralista, igualitario y puro del proceso electoral, y, para éste, a su
vez, el respeto y garantía de tres libertades consustanciales: la de
asociación -que respalda el reconocimiento de los grupos y partidos
politicos-i-, la de reunión - que garantiza la interacción directa de los
ciudadanos- y, sobre todo, la de expresión, en sus dos aspectos torales de
opinión y de iriformación; las tres indispensables, la primera -s-libertad de
asociación- para canalizar el ejercicio de los derechos políticos
fundamentales de los ciudadanos, de elegir y ser electos a los cargos de
representación popular; las otras dos -s-de reunión y, sobre to~/je

expresión- para que estén los ciudadanos en condiciones de ejen'f/); ;¡s
derechos democráticos con conocimiento y responsabilidad, para lo éual
resulta indispensable que puedan examinar y debatir sobre los asuntos
públicos y sobre las conductas, antecedentes, aptitudes o peligros,
credibilidady credenciales democráticas de sus gobernantes y de quienes
aspiren a sus votos .para llegar a serlo, sin ninguna limitación de
contenido, que cualquiera que se les imponga implicaría una presuntuosa
intromisión autoritaria de quien no es el soberano, para suplantarlo.

y nótese que se habla de conductas, antecedentes, aptitudes o
peligros principal, pero no exclusivamente 'públicos ', porque la verdad es
que, sobre todo en tratándose de candidatos a los cargos de elección
popular, resulta con frecuencia muy dificil distinguir los públicos de los
privados, y poco menos que imposible establecer a priori cuándo los que
sean o parezcan más privados tengan o carezcan de importancia para
acertar, objetiva y razonablemente, en la escogencia de quienes mejor
merezcan la confianza de los electores para el ejercicio del poder.

XXIl. -En el Derecho Constitucional e Internacional
contemporáneos, nada de esto es retórico ni se puede considerar
meramente programático o controvertible: la existencia, positiva y
exigible, de un Derecho de los Derechos Humanos de alcance universal;
la convicción de que hay una Carta, también universal, de los Derechos
Humanos, personificada sobre todo en la Declaración Universal, pero
también en los Pactos de las Naciones Unidas sobre Derechos Civiles y
Políticos, y sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en cada
vez más numerosas declaraciones y tratados internacionales, entr¡,J,os
cuales la D~~laració,! Americana sobre Derechos y Deberes.d~l Ho\ W) y
la Convencion Americana sobre Derechos Humanos, y la junspruaezcta
de la Comisión y de la Corte Interamericanas de Derechos Humanos, en
nuestro Continente, así como en las Constituciones, principios,
costumbres y jurisprudencia constitucionales de prácticamente todos los
Estados civilizados, lo demuestran, y perm iten afirmar que, así como el
Estado Democrático de Derecho es hoy la única forma aceptable de
organización del Estado, así también la libertad de expresión, definida
para nosotros en los términos más completos de la Convención
Americana, se reconoce, no sólo como derecho fundamental de libertad, y,
en nuestro Continente, con el añadido de la prohibición de la previa
censura, sino por ser, como se dijo, puerta y vehículo de los demás
derechos y libertades fundamentales, finalmente de la Democracia y del
mismo Estado de Derecho, y su garantía más segura y eficaz.

F - Libertad de expresión y propaganda electoral:

XXIII.-En verdad, ni las disposiciones generales del artículo 79
del Código Electoral, que definían - y definen- los alcances generales y
permanentes de la propaganda electoral, permitiéndola antes,
prohibiéndola después, ni las impugnadas aquí del artículo 85 del mismo,
sobre sus regulaciones y restricciones durante el período de 'campaña
electoral', se refieren explícitamente a la libertad de expresión, ni
vinculan a ella los conceptos de propaganda, propaganda política o
propaganda electoral. Se trata, pues, de ubicarlos ahora, enfunción de las
normas, principios y criterios del Derecho de la Constitución.

XXIV.-La propaganda, en su sentido más cercano al que ahora
interesa, se define, en el Diccionario de la Real Academia Española, que
es la voz oficial de nuestra lengua castellana, como la

"acción o efecto de dar a conocer una cosa con el fin de atraer
adeptos o compradores" (acepción N° 3).

Según esto, la propaganda político-electoral consistiría, no en la
acción o efecto puros y simples de dar a conocer ideas, planes , propuestas
y méritos de los partidos políticos, o de sus dirigentes o candidatos, que
podrían ser todavía mera 'información ', aunque resulte punto menos que
imposible desligarlos de una orientación utilitaria o 'valorativa ', sino en
presentarlos de modo de atraer a los ciudadanos o electores, o en mostrar
las debilidades, inconveniencias o peligros de sus adversarios -s-p artidos,
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dirigentes, candidatos~, con miras, sea a la integración o fortalecimiento
de sus cuadros partidistas, sea, sobre todo, al triunfo de sus tesis y
candidatos en los comicios electorales , en los cuales los mismos
ciudadanos, en condición de electores, decidirán con sus votos las
opciones políticas que habrán de conducir el Gobierno en el próximo
período constitucional. Nada impide, desde luego, que se hable de mera
propaganda política, en el primero de los casos, y de propaganda político­
electoral o propaganda electoral en el segundo, pero es obvio que así no
lo hacen, ni el artículo 28.3 de la Constitución, cuando prohíbe

"...hacer propaganda política por clérigos o seglares invocando
motivos de religión o valiéndose, como medio, de creencias
religiosas".

con un claro sentido comprensivo de propaganda política, en general,
pero es obvio que también de la estrictamente electoral; ni los dichos, 79
y 85, cuando llaman propaganda electoral, tanto a la que el primero
autorizaba y ahora prohíbe, normal y permanentemente, cuanto a la que
el segundo regulaba y regula, restringía y restringe durante el período
inmediato anterior a una elección nacional, denominado de 'campaña
electoral '.

xxv.~Justamente uno de los problemas que plantean a la Sala los
presentes autos es el de la suposición, por ejemplo, del artículo 79, tanto
en su texto anterior, para permitir normalmente a los partidos toda clase
de propaganda, 'incluso la electoral', cuanto en el actual, para hacerlo
igualmente 'excepto la electoral ', de que pueda haber formas de
propaganda de lospartidos políticos , o, lo que es prácticamente lo mismo,
formas de 'propaganda política ' que no sean de 'propaganda electoral '.
Tqj( '')osición es, por lo menos, de una candorosa ingenuidad, puesto que
l~rtidos son, por definición, nada más, ni nada menos que entidades
corporativas creadas para alcanzar y ejercer el poder político, no el
social, económico, etc., ni institutos académicos u órganos de
comunicación o información; así, en la sentencia ya citada de esta Sala N°
98091, se hizo expresa y detallada alusión al derecho de los ciudadanos
de constituir partidos políticos como un medio -r-O 'el medio '<- de
organizarse para alcanzar el dicho poder político, participando en la
lucha por aZcanzarlo, precisamente en los comicios electorales, y a la

"incidencia inmediata de los partidos en la provisión, elección y
hasta decisiones de los gobernantes, sobre todo en los Estados
modernos, cuyo régimen político común es calificado con acierto como
'de partidos ', y, más aun, como se dijo, en aquellos en que éstos
detentan, como en Costa Rica, un verdadero monopolio del acceso al
poder" (cit. cap. B).

XXVI.~La amplitud de los conceptos de propaganda, propaganda
política o, si se quiere, propaganda electoral ~como se dijo,
indistintamente utilizados-i-, se confirma en la propia jurisprudencia del
Tribunal Supremo de Elecciones, de la cual se desprende que debe
entenderse por 'propaganda electoral ', sucesiva, progresiva y en algún
grado contradictoriamente:

a) En un comienzo:

"La acción de los partidos políticos para difundir sus ideas,
- opiniones y programas de gobierno a través de exposiciones,

discursos, conferencias de prensa, por radio y televisión, así como
por medio de anuncios en los medios de difusión citados y en el
cine; o bien en carteles, octavillas, banderas, banderines, panfletos,
volantes e insignias alusivas a la campaña' (artículo )O inciso d) del
Reglamento sobre Financiamiento de los Gastos de los Partidos
Políticos de 24 de junio de 1993);

b) Después, más concretamente:

"La utilización sistemática, repetitiva, de medios técnicos idóneos,
en especial mensajes y recursos publicitarios sugestivos a través de
espacios pagados en los medios de comunicación masiva -r-prensa,
radio, televisión~, diseñados para persuadir a los ciudadanos en
favor de determinados partidos y opciones políticos, frente a otros,
principalmente atrayendo sus votos, como electores, por unos
candidatos a cargos de elección popular contra otros, en funcián de
la respectiva elección (libremente tomado, p .ej., de los oficios del
Tribunal W 8712 de 13 de octubre de 1993, sesión N° 10.246; N°
9572 de 11 de octubre de 1993, sesión W 10.269; N° 10006 y N°
10009 de 26 de noviembre de 1993, sesión N° 10.282);

e) Más tarde, de un modo mucho más general, que ya involucra, no
sólo a los partidos, sino también a los medios y a los particulares;
textualmente:

"Toda publicación en la cual 'se pondera (sic, exalta) o se combate
a uno de los partidos que participan en la contienda electoral, o se
pondera o se combate a uno de sus candidatos " (resolución del
Tribunal N° 65 de 10:00 hs. del 31 de enero de 1974);

d) Y,por fin , literalmente:

"La difusión de mensajes emanados de los partidos políticos (...)
que tiendan a ensalzar la bondad de su causa, escarnecer la de
otros, atraer partidarios, avivar el espíritu del partido o desanimar
el de los contrarios" (artículo )O de la sesión del Tribunal N° 9149
del 19 de abril de 1989) ... ";

todo esto, según antecedentes que se reiteran expresamente en el reciente
pronunciamiento del Tribunal del 11 de febrero último, referido ya a las
normas reformadas de los artículos 79 y 85, por la Ley N° 7653 de 1996.

XXVII.~Para la Sala no requiere de mayor evidencia, según lo
expuesto, que la propaganda electoral es, en los términos de los artículos
28.1 y 29 de la Constitución y, sobre todo, 13 de -la Convención
Americana, una forma de manifestar el pensamiento, de 'divulgar
informaciones e ideas ', sobre todo ideas, argumentos, estribillos,
imágenes, dramatizaciones, ¿por qué no?, con el afán de convencer, de
atraer ~de 'seducir' si se prefiere-: a los ciudadanos, eventuales
electores, por lo que su contenido y propósitos no difieren de los de otras
manifestaciones, nunca discutidas, de la libertad de expresión: no se
escribe y publica un artículo, no se da y difunde una conferencia por el
mero afán de escribirlo, publicarlo, darla o difundirla ni por la mera
satisfacción subjetiva de hacerlo, aunque todo esto pueda hallarse y se
halle más o menos presente y como su ingrediente más o menos
importante, sino, principalmente, para comunicar a los demás las propias
tesis y opiniones, habilidades artísticas o literarias, capacidades
profesionales, bondad de servicios o productos, en busca de su favor, su
colaboración, su respaldo, su escogencia, o su aplauso; de manera que
toda propaganda política o electoral implica siempre el ejercicio de esa
libertad, no importa si a aquélla, de la naturaleza que sea, se le hayan
aplicado técnicas publicitarias y se difunda una vez o reiteradamente, en
los medios de comunicación o de otra forma, de la misma manera que
constituyen propaganda politicoelectoral otros medios que hasta ahora a
nadie se le ocurriría restringir, como las reuniones, visitas,
comunicaciones o correspondencia sociales, domiciliarias o personales.

XXVIII.~Por otra parte, la cuestión de si sean los partidos
políticos titulares o no de derechos o libertades fundamentales,
especialmente del derecho a la libertad de expresión, tampoco ofrece
dificultad: en verdad, en el Derecho de los Derechos Humanos es el ser
humano su único verdadero titular; así, por ejemplo, conforme al artículo
1.2 de la Convención Americana,

"persona es todo ser humano ";

Sin embargo, desde siempre se ha reconocido a las personas
jurídicas colectivas, sean de carácter privado o público corporativo, una
doble titularidad: la directa, de sus propios derechos colectivos, en cuanto
que necesarios para su existencia y funcionamiento como 'entidades de
personas' que son, y una 'vicaria', no por esto menos sustantiva, como
representante y gestora de los derechos e intereses de sus miembros. Para
la Sala no cabe duda de que los partidos políticos son personas
corporativas o de base asociativa, integradas por miembros individuales
a los cuales representan y cuyos intereses comunes, en este caso político­
electorales, gestionan, de manera que el carácter público -r-O 'de interés
público '~ de que es obvio que gozan, no les excluye de ser titulares,
directa o vicariamente, de derechos y libertades fundamentales, en este
caso, el de la libertad de expresión involucrado en la propaganda político­
electoral, ni, por ende, de su legitimación para exigirlos, incluso
jurisdiccionalmente.

XXIX~Dicho lo cual es necesario señalar que, no por implicar la
propaganda político-electoral el derecho fundamental a la libertad de
expresión o por ser lospartidos políticos sus titulares principales -s-que no
exclusivos-i-, tengan que encontrarse excluidos, de su ejercicio, o de las
actividades de campaña electoral en general, otros derechos y libertades,
de los demás partidos, de sus dirigentes o candidatos, de los ciudadanos
o aun de terceros, que pudieran verse afectados por ellos; derechos y
libertades que merecen consideración en el orden del Derecho de la
Constitución, no sólo como tales, sino también por los altísimos fines,
principios y valores que involucra el proceso electoral, en función de lo
cual pueden y deben ser regulados por la ley y fiscalizados por la
Administración competente, en el caso el Tribunal Supremo de Elecciones,
respetando, eso sí, sus atributos esenciales como derechos fundamentales
de libertad, específicamente de libertad de expresión, y, además, como
instrumentos indispensables del ejercicio mismo de los poderes
democráticos del pueblo, en el que encarna la soberanía nacional.

xxx.~En este sentido, considera la Sala que no resulta
incompatible con el Derecho de la Constitución el que la ley -s-ella misma,
sin delegacián-s-, al definir las responsabilidades ulteriores por el
ejercicio abusivo de la libre propaganda electoral, torne en ilegales
determinadas conductas que en otros contextos quizás no lo serían, por
ejemplo prohibiendo aquellos contenidos que apelen a la violencia o
hagan su apología (en los términos textuales del artículo 13.5 de la
Convención Americana), o que atenten o inciten a atentar contra el
régimen democrático constitucional o contra los derechos o libertades
fundamentales, o inclusive definiendo como delitos o conductas
susceptibles de sanción o de indemnización, sea penal o civil,
administrativa o 'electoral ', ciertas formas de injuria, calumnia o
difamación que en el ámbito de la lucha políticoelectoral se consideren
especialmente graves, o simplemente convirtiendo en perseguibles de
oficio o por acción pública los del orden común, a pesar de que en éste lo
sean y continúen siéndolo sólo en virtud de querella privada por la parte
ofendida.

Tampoco sería inconstitucional que la ley disponga, para tales
eventos, procesos o procedimientos preferentes y más expeditos, según se
considere razonablemente necesario para que la verdad resplandezca, y
resplandezca de manera oportuna, en interés de una más objetiva y
correcta conciencia de los electores en quienes la propaganda impugnada
haya podido influir; ni, desde luego, que establezca condiciones
especiales más bien favorables a una mayor libertad de expresión en esta
materia, como sería, por ejemplo, la de no excluir, en ningún caso, la
excepción de verdad de las imputaciones cuando los ofendidos sean
funcionarios públicos, personeros o dirigentes de los partidos, o
candidatos a cargos de elección.
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XXXI-En este punto interesa, asimismo, observar que, como ya la
propia Sala lo hizo en su sentencia citada N° 98091, en la campaña
electoral puede hallarse y, de hecho, se halla comprometido, entre otros
f actores torales, el orden público, el cual puede justificar, desde el punto
de vista constitucional, regulaciones inclusive de la propia propaganda
electoral, por supuesto, respetando siempre su naturaleza y exigencias,
como forma de la libertad de expresión. Lo cual lleva a la conclusión de
que, en este contexto, sólo serían constitucionalmente po sibles
regulaciones totalmente excepc ionales, por períodos muy cortos, y
absolutamente razona bles y proporcionadas a esos otros factores, sin que
puedan implicar, en ningún caso, el controlo la limitación del contenido
mismo o extensión de la propaganda electoral en sí.

De tal manera, la Sala sí considera, por una parte, compatibles con
el Derecho de la Constitución, limitaciones meramente cuantitativas, del
espacio o del tiempo autorizado para la propaganda electoral durante el
corto espacio de la campaña oficial, siempre y cuando tales limitaciones
lo sean directamente por la ley, de manera que sí son inconstitucionales
las disposiciones del texto actua l (art. 85 inc. j)), en cuanto delegan en el
Tribunal Supremo de Elecciones la potestad para imponerlas, con
violación del principio de reserva de la ley, pero no los del anterior
reformado, que las imponía directamente (inc. d)), y que recobran su
vigencia en virtud de la dicha declaración de inconstitucionalidad; por la
otra, también la prohibición de toda clase de propaganda electoral
durante la llamada 'tregua de Navidad', que se extendía, en el texto
anterior, del 16 de diciembre al JO de enero anteriores a la elección (art.
79 párr. 3"), aunque no en todo el mes de diciembre como dispone el texto
actual (ídem), lo cual sí es irrazonab le y desproporcio nado a los propios
fin es que persigue; o durante los dos días anteriores y en el prop io de la
elección nacional (inc. I) anterior, g) actual del arto85), prohibición que
en ambos casos se ju stifica en razones imperiosas de orden público que
nada tienen que ver y en cuanto nada tengan que ver con el contenido de
la propaganda electoral en sí; pero nada más.

XXXIl. - ¡Pero nada más!: la Sala está consciente de la
preocupación de la Asamblea Legislativa y del Tribunal Supremo de
Elecciones, y la comparte, por el hecho de que, al calor de la campaña
electoral, se puedan cometer y se cometan inj usticias, injurias, calumnias,
difamaciones y otras of ensas contra el honor y la dignidad de los partidos,
de sus personeros, de los candidatos que participan en la contienda e
incluso de terceros aj enos a ella, así como de que, cuando se cometen, no
es bastante lo que sanciones o indemnizaciones a posteriori puedan
corregir o reparar; lo cierto es que también se pueden cometer, y se
cometen, con parecida fr ecuencia, en otras materias, aun las más
privadas, como el ejercicio profesional o económico. Sólo que para el
Estado Democrático de Derecho es tal el valor de la libertad de expresión,
particularmente en el ámbito político y electoral, que ninguna de esas
consideraciones autoriza el ejercicio de poderes de regulación, limitación
o fi scalización preventivas de su contenido, aun tratándose de su manej o
técnico, sistemático o repetitivo, o del empleo de imágenes, estribillos u
otros recursos publicitarios, de cuya corrección, veracidad y moderación
son los destinatarios de ese ejercicio los jueces, si no únicos, primeros, se
repite; de manera que en esta materia, la preocupac ión del Tribunal y del
Legislador debe dirigirse, como la de esta Sala se dirige, el primero a
señalar, el segundo a considerar los graves peligros que del ejercicio
abusivo de esa libertad pudieren derivarse, afin de que se regule del modo
más apropiado la cuestión sustancial y procesal de las restricciones
posibles y justificadas en motivos de orden público, que no afecten el
contenido de la propaganda en sí, así como la de las responsabilidades
ulteriores consiguientes, no desde luego, por el ejercicio de esas
libertades, sino sólo por los daños que se causen indebidamente con él, y
teniendo siempre muy presente el valor esencial de la libertad electoral
para la Democracia y la Libertad.

En efe cto, todas esas restr icciones y limitaciones posibles
resultarían inaceptables si no estuviera n incorporados en ellas todos los
atributos de la libertad de expresión, como tal y como derecho
f undamental de libertad en genera l, así como las tres dimensiones del
principio de legalidad que se han señalado: la del de legalidad en sí, la
del de reserva de ley y la del de regulación mínima, en la fo rma en que
están, por ejemplo, desarrollados en los artículos 11 y 19 de la Ley
General de la Administración Pública, que para esos efectos se invocan,
no como normas de ley, sino como pr incipios universales de interpretación
y aplicación de la propia Constitución, y que, por ende, han de tenerse
como incluidos en ella, con su mismo rango y consecuencias, como lo
postula otro principio universal, recogido en el artículo 7" de la propia
Ley General, como sigue :

"Artículo 7"-

" l . Las normas no escritas - como la costumbre, la
jurisprudencia y los principios generales de derecho­
servirán para interpretar, integrar y delimitar el campo de
aplicación del ordenamiento escrito, y tendrán el rango de la
norma que interpretan, integran o delimitan.

"2. Cuando se trate de suplir la ausenc ia, y no la insufi ciencia,
de las disposici ones que regulan una materia, dichas fuen tes
tendrán rango de ley.

"3. Las normas no escritas prevalecerán sobre las escri tas de
rango inferior ".

G - Servicios de propaganda y libertad de expresión

XXXIIl.- Obviamente, no es igual ej ercer la propaganda electoral
que prestar los servicios materia les e intelectuales para que otros la
ejerzan. Los medios de comunicación, desde luego, pueden ejercerla ellos

mismos, al igual que los periodistas o ciudadanos en general, a favor de
sus tesis, partidos o candidatos, o en contra de los que no lo sean, o
inclusive hacer suya la de unos u otros -como ocurre, por ejemplo, con
los órganos oficiales de los propios partidos, que, por cierto, el artículo 85
del Código, en su texto actua l, ya no excluye del ámbito de sus
regulaciones, como sí lo hacía el anterior (cit.. en ambos, párr. 1")- , en
todos cuyos casos estarán los medios mismos actuando su propio derecho
de libertad de expresión, con todas sus consecuencias; pero también, y
esto es lo que hacen normalmente, pueden limitarse a editar, imprimir,
publicar o difundir, incluso asesorar la propaganda de otros - partidos,
candidatos, ciudadanos- quienes serán, entonces, los que actúen su
propio derecho de libertad de expresión, no los medios en sí.

XXXIV.-Si se trata de una actividad comercial, o industrial, o
económica, etc., no es aquí relevante: lo que importa es que no es ella
misma ej ercicio ' de la libertad de expresión y, por ende, no le cabe
ampararse a lo que, como se ha dicho, es especifico de esa libertad: la
prohibición de la previa censura, así como de cualquier restricción o
limitación preventiva de su contenido, en los términos expuestos. Sólo que
esto no significa que no sea esa actividad, por una parte, siempre ejercicio
de un derecho fundamental de libertad - bien que no de libertad de
expresión- ; por la otra, un instrumento esencial, el más típico por cierto,
de la misma libertad de expresión. Así, pue s:

a) En primer lugar, como derecho fu ndamental de libertad que es, está
inves tido de todos los pr ivilegios, princip ios y valores que
guarnecen todos los otros derechos fu ndamentales y, dentro de
éstos, los de libertad autonomía, tal como se han esbozado en los
Considerandos XII a XIV de esta sentencia; entre ellos el de rep,. rva
de ley, en cuya virtud sólo ésta puede regularlo y, en s~l')?~o,
limitarlo ella misma, desde luego en la medida en que "f-".<:.;aa
legítimamente hacerlo conforme al Derecho de la Constitución y, en
todo caso, sin poder delegar en reglamentos o actos de autoridad,
así se trate del Tribunal Supremo de Elecciones, el hacerlo más allá
de lo previsto expresamente por la propia ley, ni autorizar en este
campo potestades discrecionales de ninguna especie; así como el
carácter absolutamente excepc ional de esas regulaciones o
limitaciones, las cuales deben, en todo caso, interpretarse y
aplicarse restrictivamente, ser cumplidamente motivadas y estar
claramente justificadas como necesarias, razo nables y
proporcionadas a los fin es constitucionales, imperativos y que no
puedan del todo satisfacerse de otro modo menos oneroso para la
Libertad;

b) En segundo lugar, como instrumento que es de la libertad de
expresión, sus regulaciones y, en su caso, limitaciones posibles
conforme al Derecho de la Constitución no podrían utilizarse para
restringir, por su medio, el ejercicio de la propaganda electoral de
los partidos, candidatos o simples ciudadanos, ni reducirles sus
opciones, o imponerles deberes o limitaciones que afecten al
contenido, extensión, oportunidad o for ma de los mensajes de la
propaganda misma.

XXXV-Por todo esto, aunque no es inconstitucional el que la ley,
directamente, restrinja la prestación de los servicios de propaganda
electoral a los medios que se registren ante el Tribunal Suprew de
Elecciones , con sus tarifas y demás condiciones de policitación, sí le1),,"I/ ía
que, con ese pretexto, se establezca un sistema de control que permita;por
ejemplo, al Tribunal imponer requisitos o condicion es para autorizarla,
mucho menos crearle limitaciones discrecionales , o no previstas en la
propia ley, o mediante concep tos j urídicos indeterminados cuya
determinación no se pudiere, de derecho o de hecho, hacer de modo
automático o mecánico. También resulta inconstitucional el que se obligue
a los medios a registra rse dentro de un p lazo perentorio, cuyo
incumplimiento ocasione alguna clase de sanción o restricción o, peor
aun, la caducidad de su derecho a prestar libremente sus servicios.

XXXVI.- Por otra parte, no sería irrazonable ni contrario al
Derecho de la Constitución el que, en virtud de su mismo deber de otorgar
a los partidos, candida tos y ciudadanos igualdad de trato, sin
discriminación, por lo menos a los miembros de cada sector entre sí ­
pa rtidos con part idos, candidatos con candidatos, ciudadanos con
ciudadanos, lo cual no excluiría, por ejemplo, la pos ibilidad de cobrar
tarifas diferenciales a unos u otros- , incluso limitando, por razones
rigurosamente calificadas de excepción, durante la campaña oficial, la
extensión de la propaganda electoral de los partidos, de conformidad con
lo expuesto en el Considerando XXXI supra, y con el artículo 85 inciso d)
del texto anterior, el cual recobra su vigencia al reemplazar el inciso j) del
actual, que se declara inconstitucional; como tampoco lo seria el que se
obligue a los medios a publicar sus tarifas, o, desde luego, a no caer en
prác ticas de la llamada 'especulación ', de conformidad con las reglas y
principios generalmente apli cab les del Derecho de Defensa del
Consumidor; pero no que se les imponga fij arlas en montos no mayores
que los de otros servicios de publicidad, mucho menos que los cobrados
en períodos anteriores al de la campaña electoral, ni mantenerlas
invariadas a lo largo de ésta, todo lo cual resulta una irrazonable,
desproporcionada e innecesaria limitación de la libertad contractual de
los medios y sus clientes, y, por ende, incompat ible con el Derecho de la
Constitución.

H - Propaganda electoral y deuda política:

XXXVIl.-Todo lo que hasta aquí se ha señalado respecto del
ejercicio y de los servicios de propaganda electoral debe considerarse en
función del derecho a la libertad de expresión y, por ende, en lo que se
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refi ere a derechos fundamenta les de libertad autonomía que pertenecen a
todos, los grupos, movimientos o partidos polít icos, sus candidatos o
aspirantes a cargos de elección, los propios medios de comunicación
colectiva o sus periodistas, los ciudadanos en fin , pero precisamente para
ejercerlos y, en su caso, prestarlos 'en libertad ', valga decir, mediante
actividades libres que dependan de ellos mismos y que ellos mismos deban
pagar. Pero la amplitud de esa libertad y las reservas señaladas respecto
de sus regulaciones y. en su caso, restricciones o limitaciones posibles no
tienen por qué ser aplicables a aquella propaganda electoral cuyo costo
vaya a ser fin anciado o reembolsado con los f ondos públicos de la
llamada 'deuda política '. En este caso. o para estos efectos, sí es posible
constitucionalmente que e! Estado la regule, restrinja o limite con mayor
detalle, y no sólo por ley, sino también mediante los reglamentos
respectivos, que el propio Código Electoral delega en el Tribunal Supremo
de Elecciones y que esta Sala, en su sentencia N° 98091 de 13:30 hs. Del
24 de mayo de 1991 -sobre la llamada 'deuda polít ica adelantada's-,
avaló desde el punto de vista del Derecho de la Constitución.

XXXVl!l.-En este sentido, nada obsta a que las regulaciones,
restricciones o limitaciones de! artículo 85 del Código Electoral, respecto
de la extensión, frecuencia y costo de la propaganda electoral, incluso
más allá de las previs tas expresamente por la ley, operen como
condiciones para que los gastos respectivos sean aplicables a la deuda
política, con excepción, eso sí, de los que signifiquen restricciones al
contenido mismo de los mensaj es o recursos publicitarios, los cuales no
pueden, como se dijo, ser objeto de censura previa ni de ninguna
limitación preventiva... sin perju icio, desde luego, de las consecuencias
que el incumplimiento de las obligaciones legales o reglamentarias
respectivas pueda acarrear a los partidos en lo que se refi ere,
c tí: ttamente, a su parte en la contribución económica del Estado.

1 -- Las normas en este caso involucradas

XXXlX. -Aunque, como se ha dicho (supra, Considerando I V), en
los presentes autos sólo aparecen impugnados forma lmente los incisos e),
d), j) e i) y los párrafos 1 ~ penúltimo y último, todos del artículo 85 del
Código Electoral, antes de su reforma por Ley N° 7653 de 1996, en
realidad:

a) Por una parte, debe considerarse involucrado ese mismo artículo
85 en su totalidad, al punto de que la valoración de esa totalidad se
hace insoslayable;

b) Por otra, si bien esos textos fu eron reemplazados en la reforma de
1996, acentuando, en general, las restricciones que ya aquéllos
imponían a la propaganda electoral durante la campaña inmediata
anterior a las elecciones nacionales, ello no empece que los nuevos
se mantengan dentro del mismo espíritu, con propósitos y criterios
prácticamente iguales a los anteriores, por lo cual esta Sala,
teniendo en mente, sobre todo, la inminencia de la contienda
electoral que se avecina y la necesidad de garantizar la libertad, la
igualdad, la seguridad y la lealtad de los partidos políticos, sus
candidatos, los electores y la población en general, opta por echar
mano de princip ios reconocidos de economía procesal y de
congruencia para tener, de oficio, por imp ugnados los textos
sustitutivos de los anteriores, objetados fo rmalmente, en el propio
artículo 85 y en el 151 inciso e) al cual se trasladó el 'delito
electoral 'que antes se defin ía en el párrafo penúltimo del primero;

. y, por otra, la naturaleza de las cuestíones debatidas y la extensión
y complejidad de las normas implicadas obliga a analizar, por
separado y con algún detalle, cada una de las disposiciones, lo
mismo que a considerar las del artículo 79, no impugnado
expresamente pero necesario pa ra comprender y adecuar al
Derecho de la Constitución la integridad del sistema adoptado por
el legislador, sobre todo en cuanto que su reforma ha venido a
trastornar desde sus cimientos mismos el del texto anterior.

Así, pues:

l " - Sobre el artículo 79:

Xli-s-A ntes de la reforma de 1996, este artículo establecía, como
regla, por ende normal y permanente, para los tres años y nueve meses
entre la elección anterior y el inicio de la siguiente campaña electoral, la
de la plena libertad de propaganda, 'inclusive la electoral', al menos para
los partidos políticos - de hecho, nadie era molestado por hacerla, en
cualquier tiempo y con cualquier signo o intención- ; de manera que,
frente a esa regla, el artículo 85 creaba, temporalmente, para los tres
meses de la campaña política oficia l, un régimen de excepción, restrictivo
de aquella plena libertad permanente: se hacía propaganda, incluso
electoral, todo el tiempo, libremente, salvo durante el corto lapso de la
campaña oficial, en que se restringía severamente y se limitaba a los
partidos inscritos - al cabo, con candidatos inscritos- y por los medios
de comunicación registrados.

En cambio, a part ir de la refor ma la regla de la libertad se invierte,
convirtiéndose en regla la de prohibición absoluta, normal y permanente,
para toda propaganda electoral durante los dichos tres años y nueve
meses de intervalo entre una elección y la campaña siguiente, de manera
que las restricciones del artículo 85, si bien se incrementan, devienen más
bien en paradójicas permisiones de excepción: nadie puede hacer
propaganda electoral en ningún tiempo, salvo, por excepción y
restringidamente, los partidos con candidatos inscritos y por los medios
de comunicación registrados, durante los tres meses de la campaña oficial
- en realidad los dos meses de noviembre y enero, porque el mismo
artículo 79 en su párrafo fina l la prohíbe también durante todo el de
diciembre- o

XL/.- En verdad, este artículo 79 no ha sido cuestionado en el
presente proceso, obviamente debido a que, cuando se interpusieron las
acciones y consulta acumuladas en él, no se había producido la reforma
de la Ley N° 7653 -no lo fu e hasta diciembre de 1996- ; ni tenía por qué
serlo, por lo menos en su párrafo l ° y principal, el cual más bien
consagraba el derecho a la propaganda político-electoral como una
libertad, de manera que cualquier eventual inconstitucionalidad en esta
materia tenía que acusarse, como se hizo en estos autos, contra las
restr icciones del 85, excepc ionales respecto de aquella libertad
permanente y normal. No obstante, en virtud de la reforma esas mismas
restricciones del artículo 85 han adquirido, como se dijo, una nueva
dimensión, más trascendente respecto de la vinculación, ya analizada,
entre propaganda electoral y libertad de expresión. De este modo, la Sala
no puede dej ar de examinar la validez constitucional del artículo 79,
aunque no le haya sido impugnado, por lo menos en cuanto que la
prohibición permanente de la propaganda electoral, que el texto nuevo
establece como regla, convierte las restricciones del 85, como se dijo, en
permisiones, todavía excepcionales, temporales y muy restrictivas, pero
permisiones al fi n.

XU l.-No cabe a esta Sala ninguna duda de que la prohibición
general y permanente de toda propaganda electoral que se impone en el
nuevo artículo 79.1, a los partidos o no, en cualquier tiempo, salvo las
excepciones del artículo 85 - es decir, de cada cuatro años tres meses de
permisión, altamente restringida y solamente a los part idos con
candidatos inscritos pa ra la sigu iente elección nacional-i-, es
absolutamente incompatible con el Derecho de la Constitución, incluso
con los valores supremos del Estado Democrático de Derecho; y no sólo
por inútil, irrazonable y desproporcionada - ningún mal ha traído a
nuestro sistema democrático la libre propaganda político-electoral de que
hasta fi nes del año pasado gozaron los partidos políticos, sus candidatos
y los ciudadanos en general, por lo menos fuera del período de la
campaña ofi cial- , sino también por constituir, espec ificamente, la
conculcación de un derecho funda mental tan sagrado como el de la
libertad de expresión, sin el cual, ni hay Libertad, ni siquiera son posibles
los otros derechos y libertades, así como una verdadera mordaza para los
part idos nuevos o minoritarios, a los cuales el silencio forzado les haría
prác ticamente imposible conquistar un espacio político, en la búsqueda o
en la esperanza de contar algún día con el respaldo popular necesario
para poder cumplir su destino natural, de acceder al poder. La verdad es
que en la Democracia ésta resulta una conculcación, por demás
irrazonable, desproporcionada y hasta inicua, a una de las formas
principales de ejercicio de la libertad de expresión y, por su medio, de la
propia libertad política y electoral, sin la cual sería imposible el Estado
Democrático de Derecho.

XLIlI.-Por lo demás, es también incompatible con el Derecho de
la Constitución el nuevo artículo 79 en su párrafo 3 ~ en cuanto prohíbe
toda propaganda electoral durante el mes de diciembre inmediato anterior
a una elección nacional, prohibición que no pu ede considerarse
razonable, ni proporcionada, ni siquiera fu ndada en ninguna apreciable
razón de moral u orden públi cos, ni en el respeto debido a los derechos
iguales o superiores de tercerosé, en relación con la tradicionalmente
reconocida y respetada 'tregua de Navidad ', en la cual la mayoría de la
Sala sí encuentra una clara j ustificación de orden público, en tanto que la
propaganda electoral en esos días f estivos contribuiría evidentemente a la
intranquilidad y eventuales desórdenes provocados por el calor de la
campaña y la inminencia de la elección. Ante lo cual este Tribunal
Constitucional, imposibilitado como está para reemplazar al Legislador
en la promulgación de las normas más convenientes y oportu nas, opta por
anular el texto nuevo, restableciendo así la norma mucho más moderada
y aceptable, del anterior a la reforma de 1996, que limitaba la dicha
'tregua de Navidad 'al lapso com1jrendido entre el 16 de diciembre y el 10

de enero anteriores a la elección .

2 La última parte sustituye la siguiente de mi ponencia original, que no se acepto.:

"Por lo demás, es también incompa tible con el Derecho de la Constitución el nuevo

artículo 79 en su párraf o 3~ mulo ell su veryiÓn actuql como en la anterjor que
recuperqríq !fu vigencia ql anularse aquélla, en cuanto U!lJl prohíbe toda propaganda
electoral durante el mes de diciemb re V la otra la prolribía del 16 de ([se mes gi l ' de
enero inmediato s anteriores a una elecció n nacional.. .
"Para la Sala merece todo respeto el deseo de los bu eno>' cristianos de go zar de un a

Navidad reposada y tranquila, o de quienes la qui eran f estiva y politicamente
neutral; pero, a su juicio, esto sólo sería legítimamente posible mediante el libre
en tendimiento de los partidos, de los candidatos y de los ciudadanos, nunca con una

prohibición aut oritaria que m ás bien se agrava con la cercanía de las elecciones,

convirtiéndose en una grosera limita ción del acceso de los partidos y candidatos a los
electores que habrán de decidir su suerte apenas un mes despu és. En todo caso, no
serían los exc esos de la propaganda electoral, má s que la incontrolable pasión misma

que provocan la propia campaña política y la inminencia de la elección los que
pu edan causar la int ranquilidad o los desórdenes que esas norma s pretendían o
pretenden prevenir "

3 En consonancia con lo dicho en las dos notas anteriores, la Ponencia original
proponía anular :

"tanto el texto nuevo, (restableciendo asi) cuan to la propia norma (mucho más
moderada y acep table) , que en tal virtud reviviría. del anteriur a la reforma de 1996.
lo cual limitaba la dicha ..tregua de Navidad" al lapso comprendido entre el / 6 de
diciembre y el l " de enero anteriores a la elección 0'.
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En lo que se refiere a la excepción, tanto del texto actual como del
anterior, para que los candidatos a la Presidencia de la República puedan
difundir un mensaje navideño, la misma mayoría de la Sala estima que no
hay nada de ilegítimo en esa permisión en sí, de manera que el párraf o no
puede tacharse de inconstitucional 'por acción ', ya que de haberla lo
sería 'por omisión 'del Legislador, al no reconocer expresamente el mismo
derecho a otros candidatos a cargos de elección, a los partidos mismos o
a sus dirigentes, si bien de todos modos parecería utópico tratar de dar a
esa norma un efecto eficaz para impedir que unos u otros lo hagan como
simples ciudadanos, desde luego sin una directa connotación electoral.

XLI V.- En conclusión, la Sala considera que hay la suficiente
conexidad y consecuencia, requerida por el artículo 89 de la Ley de esta
Jurisdicción, para considerar la constitucionalidad y, en su caso, declarar
en esta sentencia la inconstitucionalidad del artículo 79 del Código
Electoral, especialmente en su versión actual, después de la reforma de
1996; y que lo pro cedente, de acuerdo con lo expuesto en los
Considerandos XLII y XLIII anteriores, es declarar la nulidad de ese texto
actual, restableciendo así la vigencia del anterior, que la mayoría
considera compatible con el Derecho de la Constitución.

2° - Sobre el artículo 85:

XL V.- Analizado el artículo 85 del Código Electoral, en sus textos
anterior y actual, de conformidad con los criterios utilizados en esta
sentencia (v. Considerandos Vy VI supra, resulta:

1. En el párr: 1" (antes ídem, impugnado):

No encuentra la Sala inconstitucionalidad en el derecho que
concede, en el deber que impone ni en la exclusividad que dispone
este párraf o, al reservar la prestación de servicios - se supone que
pagados- de propaganda electoral a las empresas de medios de
comunicación colectiva que se hayan registrado, con sus tarifas y
condiciones, en el Tribunal Supremo de Elecciones, en la medida en
que ese registro tenga efectos únicamente de información y
policitación de esos servicios y tarifas de los medios para los
partidos, o de f acilitar la fisca lización de su cumplimiento por el
Tribunal; sin que esto signifique que deba darse o se dé una especie
de concesión, de su parte o de la de ninguna otra autoridad, ni que
éstos puedan imponerles requisitos o condiciones discrecionales o
que restrinja n su legítima libertad contractual, o que impliquen una
forma indirecta de limitar el contenido, extensión ofrecuencia de la
propia propaganda electoral que por esos medios se ejerza.

2. En el inc. a) (antes b) no impugnado):

Aquí sí es inconstitucional el inciso, en su texto tanto anterior como
actual, en cuanto establece, para la inscripc ión de los medios de
comunicacián colectiva autorizados a prestar los servicios de
propaganda electoral, un plazo perentorio, con la clara
implicación, confi rmada además por la práctica, de que a su
vencimiento precluye el derecho de los medios a inscribirse;
derecho que, en consecuencia, debe entenderse actuable en
cualquier tiempo, a opción libre de los propios medios.

3. En el inc. b) (antes a) no impugnado):

En su primera parte, este inciso no plantea, a juicio de la Sala,
problemas de constitucionalidad: la obligación de inscribir las
tarifas y condiciones de los medios para prestar sus servicios de
propaganda, o los nombres y demás calidades de la empresa y de
sus personeros, no es más que corolario de su mismo deber de
inscribirse, sobre todo porque el de respetar los principios de
igualdad y de no discriminación, que también les incumbe, como a
todos, autoridades públicas o particulares, supone, con toda
claridad, el de licitar --ofrecer- sus servicios, en general, para
todos los partidos, candidatos y ciudadanos por igual.
Pero sí es inconstitucional, según lo dicho en los Considerandos
XXXV y XXXVI supra, imponer a los medios, en los términos del
párrafo fi nal de este inciso, condiciones y límites respecto de sus
tarifas o sumas a cobrar por sus servicios, las cuales son del resorte
de los propios medios y sus clientes, en ejercicio de su libertad
contractual reconocida, entre otros, en los artículos 28, 45 y 46 de
la Constitución, y sin otras restricciones que las de no incurrir en
especulación u otra violación a los derechos fundam entales del
consumidor, así como de respetar los pr incipios de igualdad y de no
discriminación, también f undamentales (arts. 33 ConstoPoi., 1.1 y
24 Convención Americana; en relación con la libertad contractual,
v., además, la sent. de esta Sala W 349592 de 14:30 hs. del 19 de
noviembre de 1992, sobre el arto6° de la Ley de la Moneda).

4. En el ine. e) (antes j), no impugnado):

Este inciso no es inconstitucional, pues no hace otra cosa que, más
bien, reiterar el deber universal, también de los medios y de los
particulares, de respetar los derechos fu ndamentales de todos a la
igualdad, sin discriminación, recogidos espec ialmente, para Costa
Rica, en los artículos 33 de la Constitución Política, 1.1 y 24 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos (en este sentido,
es particularmente ilustrativa la opinión de la Corte
lnteramericana de Derechos Humanos en su OC4/84, sobre
"propuesta de modificación a la Constitución Política de Costa
Rica relacionada con la naturalización ". eSD. n árrs. 53 a 59 ).

5. En el ine. d) (antes g), no impugnado):

No puede ser tachada de inconstitucional la obligación de inscribir,
en el Tribunal Supremo de Elecciones, o en cualquier otra oficina
--como ocurre con la obligada inscripción de los representantes de
las sociedades civiles o mercantiles y de los poderes generales o
generalísimos en el Registro Público, etc.- , las fir mas y números
de 'cédula de los personeros autorizados para suscribir la
propaganda electoral a nombre de sus partidos respectivos. Sólo
que debe entenderse que los 'autorizados ' son todos, según se dirá
(§6 infra, sobre inc. e), antes c)).

6. En el ine. e) (antes e), impugnado):

Este inciso sí viola la libertad de pensamiento y expresión, al crear
un monopolio afavor de los partidos políticos inscritos - peor aun,
con candidatos inscritos- autorizándolos a ellos, y solamente a
ellos, para hacer propaganda electoral durante el período de
campaña oficial, y excluyendo a los otros partidos - los no
inscritos o los inscritos que no hayan postulado candidatos para la
respectiva eleccion-«, a los propios medios de comunicación,
registrados o no, para hacer ellos mismos propaganda electoral ­
la autorización se les otorga para prestar los servicios de
propaganda, no para servirse ellos mismos; lo cual, por cierto, se
vuelve especialmente grave para los órganos oficiales de los
propios partidos, que sí estaban exceptuados del artículo 85
anterior-, así como a los ciudadanos particulares en general;
creando así, además de una grave violación al derecho fundamental
de libertad de expresión de los excluidos, una desigualdad
inaceptable y una odiosa discriminación en su contr~n
infracción de los artículos 28, 29 y 33 de la Constitución, l .~r;~ty
24 de la Convención Americana, así como, en general, de
principios y valores fundamentales del Estado Democrático de
Derecho sobre los que se asienta todo nuestro régimen
constitucional y político.
Todo ello, con el agravante de que la prohibición se establece en un
período de vital importancia para la sociedad democrática, en el
cual la discusión política debe ser abierta y profusa; en el que la
dimensión colectiva de la libertad de expresión más bien exige que
todas las personas protegidas por el Derecho de la Constitución
tengan el más amplio acceso a informaciones e ideas de cualquier
naturaleza, que les ayuden a conocer y valorar las ideas y
programas, virtudes, defectos, antecedentes, tendencias y peligros
de los partidos y de los candidatos a los cargos de elección; en fin,
en el que el ejercicio de la propaganda afavor o en contra de unos
u otros partidos o candidatos resulta fundamental para el pleno
funcionamiento de la Democracia, incluso si la hacen quienes no
favorezcan a ninguna de las opc iones puestas a su disposición en la
campaña electoral, o quienes traten de influir en los electores para
que voten o se expresen en contra de todos o no lo hagan en favor
de ninguno. No en vano elegir es un derecho fundam ental, y un
derechofundamental de libertad, por ende de libre ejercicio para su
titular, el ciudadano elector.
Téngase en cuenta que el Derecho de los Derechos Human~o

autoriza ninguna otra excepción, fuera de las contemp J.,s
taxativamente, por ejemplo, en el artículo 23 de la Conveh~jJn
Americana, o de las que resulten razonables y proporcionadas a su
naturaleza instrumental y en rigurosa consideración de los
derechos de goce que instrumentan, a los de elegir y ser electo, y,
por ende, a su indispensable garantía de eficacia , que es,
precisamente, la libertad de expres ión, una de cuyas
manifestaciones es la de la propaganda político-electoral. La
misma Constitución de Costa Rica, en una norma solitaria cuya
compatibilidad con el propio Derecho de los Derechos Humanos no
corresponde analizar aquí, establece, como única prohibición de
propaganda política, la de hacerla

"por clérigos o seglares invocando motivos de religión o
valiéndose, como medio, de creencias religiosas " (art. 28 pgr.
3").

La Sala considera, asimismo, inconstitucionales las condiciones
restrictivas que establece este inciso respecto del contenido de la
propaganda electoral, sobre todo habida cuenta de los precedentes
y jurisprudencia del Tribunal Supremo de Elecciones en esta
materia, que parecen corresponder a una concepción paternalista
sobre la actividad electoral en general, respetable pero que resulta
particularmente distorsionante en el ejercicio de la libertad de
expresión, ya que ésta involucra inclusive el derecho de ejercerla
incorrecta o fals amente, sin perjuicio, desde luego, de las
responsabilidades ulteriores en que con ello se incurra: en el
Estado Democrático de Derecho, se repite, los jueces únicos, o por
lo menos primeros de la verdad de lo que se publique o difunda son
sus propios destinatarios, sin que nadie los pueda reemplazar en
esa altísima fun ción democrática; y la libertad de expresión,
consustancial con ésta, no consiste en el derecho de decir, prudente
y respetuosamente, lo correcto o verdadero ---que termina por ser
lo que alguien, investido de autoridad, considere como tal-«, sino
precisamente el de decirlo todo, sin ninguna censura o restricción
preventiva.
Por lo expuesto, la totalidad de este inciso e), antes e), debe ser
declarada inconstitucional.
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7. En el ine. f) (antes d), impugnado):

Por lo expuesto en el §6 supra, las limitaciones que este inciso j)
apodera al Tribunal Supremo de Elecciones para imponer respecto
de la cantidad de propaganda electoral que pueden publicar o
difundir los partidos políti cos por los distintos medios de
comunicación colectiva, también resulta inconstitucional, porque
delega en el Tribunal la potestad para crear limitaciones al
ejercicio de derechos y libertades fu ndamentales, que son materia
estrictamente reservada a la ley (arts. 28 Consto Poi. y 30
Convención Americana sobre Derechos Humanos; V. También,
sobre el significado y alcances de la 'reserva de la ley ', lo dicho en
los Considerandos XII by, XIII Y XIV supra y la sentencia allí citada
de esta Sala N° 355092 y la opinión consultiva de la Corte
lnteramericana de Derechos Humanos OC6/86, sobre el "la
expresión 'leyes' en el artículo 30 de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos).
Por lo expuesto, la Sala opta por declarar inconstitucional el texto
actual del inciso j), restableciendo así la vigencia del anterior
reemplazado por él, inciso d), el cual habrá de ocupar su lugar
como j) en el futuro.
Sin embargo, como también se dijo en el Considerando XXXI, para
la mayoría de la Sala no hay inconstitucionalidad en el hecho de
que la ley, directamente, como lo hacía el inciso d) anterior,
establezca esa clase de limitaciones cuantitativas durante el corto
lapso de la campaña oficial, limitaciones que más bien estima
favorables a la libertad de expresión en condiciones de igualdad y
s in discriminación, contrarrestando así la desigualdad real que

,produce la diversa capacidad económica de unos y otros partidos y
candidatos, diversidad que a menudo deviene en una avasalladora
superioridad, en detrimento, precisamente, de los propios valores
que la libertad de expresión trata de preservar. Una cosa es limitar
el contenido de la propaganda electoral, cualitativamente, lo cual
sí es intolerable desde el punto de vista de esa libertad, y otra
limitar su extensión o frecuencia, cuantitativamente, lo cual se
estima constitucional y más bien fav orable a la misma libertad.

8. En el inc. g) (antes i), impugnado):

Este inciso no resulta inconstitucional en lo que se refi ere, tanto a
las restricciones cuantita tivas que impone a la propaganda
electoral en general, por las mismas razones expuestas en el
parágraf o anterior §7, cuanto en lo que hace a la prohibición
excepcional, establecida en el párrafo 2 ~ de realizar
manifestaciones, desfiles y propaganda en los dos días inmediatos
anteriores y el propio de las elecciones, prohibición que la Sala
considera legítima desde el punto de vista del Derecho de la
Constitución, por entenderla fu ndada, no en el propósito de limitar
el ejercicio de la propaganda electoral en sí, sino en razones
imperativas y absolutamente excepcionales de orden público,
restrictivamente interpretadas y aplicadas, en relación con el riesgo
inminente de que los excesos publicitarios que son de esperarse en
los últimos momentos de la contienda electoral, agravados por la
carga emotiva que las elecciones generan, provoque o aliente

; reacciones de violencia de graves consecuencias. Nótese, además,
que, al tratarse de una prohibición absoluta, por lo menos no se
está censurando ni restringiendo preventivamente ningún contenido
determinado de la propaganda electoral.

9. En el inc. h) (antes f), impugnado):

A j uicio de la Sala, este inciso es inconstitucional, tanto en su
versión anterior como en la actual, al exigir que los medios de
comunicación envíen copia de la propaganda que publiquen o
difundan por cuenta de los partidos políticos, al día siguiente de
publicada o difundida, pues esto solo ya constituye una f orma de
censura previa, prohibida por los artículos 29 de la Constitución
Política y 13.2 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, en el sentido de que implica que el Tribunal Supremo de
Elecciones haya de imponerse fo rzosamente del contenido del
material de propaganda, por un medio que no es el de su voluntaria
publicación o difusión, y no sólo después de publicado o difundido
- por primera vez- , dado que su propó sito es, precisa y
declaradamente, el de suspender o prohibir su publicación o
difusión reiterada o posterior.

10.En el inc. i) (antes h), no impugnado):

Este inciso no es inconstitucional, aunque sí innecesario, en lo que
se refiere a la prohibición de que el material de propaganda
electoral contenga injurias, calumnias o difamaciones, prohibición
que ya existe en la legislación general, desde luego que mientras se
entienda que su violación solamente podrá . generar
responsabilidades ulteriores, nunca la suspensión y, mucho menos,
la incautación del material que se considere injurioso, calumnioso
o difamatorio. Tampoco es inconstitucional, aunque podría
asimismo resultar innecesaria o inocua la previsión de que se
abrirá proceso contra los responsables, salvo que, al incluirla, se
quisiera significar que, en tratándose de la propaganda electoral,
debe hacerse una excepción a la dependencia de querella privada
que caracteriza normalmente las acciones penales por injurias,
calumnias o difamaciones, pero esto no puede inferirse o
interpretarse así, sin que la ley lo establezca con toda claridad.

En cambio, el inciso es inconstitucional en su última parte, en
cuanto reitera el apoderamiento al Tribunal Supremo de Elecciones
para suspender o prohibir la propaganda electoral que considere
injuriosa, calumniosa, difamatoria o ilegal, por las mismas razones
que se dirán en el §12 infra, sobre el anterior párr. fin al del art.,
hoy inc. k), al cual el texto se remite.

11.En el inc. j) (nuevo - indiferente para el caso):

Este inciso contiene una serie de prohibiciones y limitaciones
plausibles a la publicidad o propaganda del Poder Ejecutivo y del
resto de las instituciones públicas, que nada tienen que ver con los
presentes autos y que, en todo caso, al estar establecidas
directamente por la ley y dirigirse al interior de la Administración
Pública, no pueden tener roces con el Derecho de la Constitución;
amén de que más bien favo recen el libre desenvolvimiento del
proceso electoral, previniendo una de las formas de intervención de
los gobernantes para distorsionarlo.

l2.En el inc. k) (antes párr. final, no impugnado) :

A juicio de la Sala, este inciso k), al igual que su precedente,
párrafo fin al del artículo 85, es gravemente inconstitucional, en
cuanto permite al Tribunal Supremo de Elecciones ordenar a la
prohibición o suspensión de publicaciones y transmisiones que
considere injuriosas, calumniosas o difamatorias, o que, a sujuicio,
violen las disposiciones del artículo, al extremo de incautarse de
ellas para impedir su continuada circulación, y por cierto que
discrecio nalmente y sin ningún contralor, administrativo ni
jurisdiccional; e inclusive suplantando al ofendido en su hasta hoy
exclusiva facu ltad de querellarse contra el ofensor; competencia
que el propio Tribunal ha venido extendiendo aun a los casos en
que juzgue no probados o insufi cientemente probados los cargos
que se hagan a los candidatos o partidos contrarios, y hasta a los
que, probados, le parezcan inconducentes a los fin es 'legítimos 'de
la campaña electoral; todo lo cual constituye, además de una
violación al principio de reserva de ley y, por lo mismo, a los
artículos 28 de la Constitución y 30 de la Convención Americana,
entre otros instrumentos del Derecho de los Derechos Humanos, la
imposición de graves restriccio nes preventi vas a la libre
circulación de la propaganda electoral y, por ende, al ejercicio de
la libertad de expresión, que, tanto esta Sala como la Corte
Interamericana de Derechos Humano s han consi derado
equivalentes a la previa censura, prohibida tanto por el artículo 29
de nuestra Carta Fundamental, como por el 13.2 de la propia
Convención.

13.En el inc. 1) (antes e), no impugnado):

La Sala estima que, eliminada de este nuevo inciso l) la prohibición,
contenida en la primera fra se del inciso e) anterior, de utilizar
aeronaves para la propaga nda electoral, no resulta
inconstitucional la prohibición de lanzarla - a sabiendas, desde
luego- o colocarla en los lugarespúblicos, los cuales, obviamente,
no son de libre disposición, ni siquiera los de uso común, dado que
éste ha de serlo conforme al destino de los propios bienes; o, desde
luego, en los privados sin la autorización del propietario.
En lo que se refiere a la prohibición de usar altoparlantes, fu era del
día y lugar en que habrá de realizarse una reunión pública, no es
por sí inconstitucional, al estar fundada en razones de orden
público que sólo afec tarían de modo totalmente reflej o la libertad
de expresión; aunque sí lo sería su interpretación o aplicación con
desigualdad, más allá de las limitaciones que razonablemente se
impongan a otras fo rmas de propaganda, como la comercial.

U. Ar!. 151 inc. e) (antes párrafo penúltimo, impugnado)

Tanto este inciso, en su versión actual, como el párrafo penúltimo
del artículo 85 anterior, que se impugna expresamente, resultan
incompatibles, en su totalidad, con el Derecho de la Constitución,
por violación del principio de tipicidad penal, al establecer tipos
abiertos -o tipos en blanco tan indeterminados que prácticamente
equivalen a su indefi nición- , lo mismo que por la absoluta
desproporción que una misma sanción significa para infr acciones
de muy diversa gravedad. Además, en lo que hace al texto anterior,
en reiteradas ocasio nes esta Sala ha señalado la
inconstitucionalidad de la responsabilidad objetiva en materia
penal (v. sent. N° 50090 de 17:00 hs. del 15 de mayo de 1990) .. así
como la de la conversión que establecía de la pena de multa en
prisión (v. sent. N" /05494 de 15:24 hs. del 22 defebrero de 1994);
ambas normas hoy desaparecidas, por lo que de todos modos no
serían de aplicación.

XLVI.-De conformidad con lo expuesto en los Considerandos
XXXVII y XXXVIII. la presente sentencia no debe entenderse como
excluyente o limitante de las po testades de la Asamblea Legislativa y del
Tribunal Supremo de Elecciones, en sus ámbitos respectivos, para
establecer regulaciones e imponer limitaciones al ejercicio de la
propaganda electoral o a los servicios que se presten para ejercerla, en
fu nción de la contribución del Estado a los gastos de campaña electoral
de los partidos políticos; ni tampoco de las potestades que la ley podría
investir en el Tribunal Supremo de Elecciones para promover la
contratación de esos servicios, fiscalizar su cumplimiento y,
eventualmente, sancionar o procurar la sanción de su incumplimiento,
todo ello teniendo presentes las reservas señaladas en los Considerandos
dichos.
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Es más, no sobra señalar que mediante una utilización prudente,
razonable y proporcionada de este recurso posiblemente se alcanzaría, sin
violar derechos o libertades fundam entales, un resultado semejante al que
legítimamente pudieran haber justificado algunas de las normas del
artículo 85, por lo menos en su texto anterior a su inexplicable reforma de
1996, dado que la contribución económica del Estado ha llegado a ser
absolutamente decisiva para la participación electoral.

XLVIl.- Los Magistrados Piza Escalante y Calzada Miranda
salvan su voto respecto del de mayoría en relación con el artículo 79, cuyo
párrafo 3 0 declaran inconstitucional en su totalidad; y el primero, además,
con el inciso d) del artículo 85, en su texto anterior a la reforma de 1996,
así como con lo resuelto respecto del inciso i) anterior y su equivalente,
inciso g) del actual, todos los cuales declara inconstitucionales en su
totalidad; salvo en cuanto a la prohibición que establecen los últimos en
sus párrafos 20s. ambos, de hacerla del todo en los dos días previos yen
el propio de la elección, la cual declara, con la mayoría, constitucional.
Por tanto:

'- Se declara parcialmente con lugar la acción y, en consecuencia, se
anulan, por inconstitucionales, las disposiciones impugnadas de los
incisos e), d), j) e i) y párrafo penúltimo, todos del artículo 85 del Código
Electoral, según Ley N° 1536 del 10 de diciembre de 1952, ref ormado por
las N° 5281 de 30 de j ulio de 1973 y N" 7094 de 27 de mayo de 1988, así
como, simultáneamente, las que reemplazaron aquéllas, por su orden, en
los incisos e), j), h) y g) del nuevo artículo 85, y en el inciso c) del artículo
151 del mismo Código Electoral, en los términos de su última reforma, por
la Ley N° 7653 de 10 de diciembre de 1996 (vigente desde su publicación
el 23 del mismo mes); como sigue:

f a Del artículo 85 anterior, los incisos e) y j) , así como sus
equivalentes, respectivamente los incisos e) y h) del texto actual, en
su totalidad;

]O Del artículo 85 en su texto actual, el inciso j) en su totalidad; y de
su equivalente, inciso d) anterior, cuya vigencia se restablece,
también comoj) , en virtud de esta declaración, las fras es que dicen,
y que se anulan por inconstitucionales: del párrafo inicial: "Este
tiempo se distribuirá de la siguiente manera: cinco minutos para
cortos propagandísticos y cinco minutos para exposiciones del
candidato o de quien designe el partido, sobre su programa de
gobierno "; del siguiente: "salvo en el caso del tiempo, reservado
para exposiciones de los candidatos o representantes, que podrá
acumularse dentro de cada semana "; y del siguiente: "para cortos
comerciales ". y "para exposiciones del candidato o de algún
representante del partido, sobre su programa de gobierno ". En lo
demás, este inciso d) no es inconstitucional. En consecuencia, el
inciso quedará así:

''f) La propaganda estará limitada, por partido político, a no más
de una página por edición, o su equivalente en número de
centímetros cuadrados en cada uno de los diarios nacionales.
En lo que respecta a la propaganda por televisión, cada partido
tendrá derecho a un máximo de diez minutos diarios por canal.
"El tiempo que alguna agrupación política dejare de utilizar no
será acumulable por ningún motivo.
"Para la propaganda por radio se dedicará un máximo de diez
minutos diarios, por emisora, no acumulables, y un máximo de
treinta minutos por semana, por emisora.

30 Del mismo artículo 85 anterior, el inciso i) , y de su equivalente,
inciso g) del actual, la fr ase "para exponer sus programas de
gobierno y la organización del día de las elecciones", de su oración
inicial, y su oración fi nal, por lo cual este nuevo inciso quedará
como sigue:

"g) En la semana anterior a la elección, los partidos
polít icos podrán publicar únicamente, por espacio de dos días,
un máximo de cuatro páginas por edición..
"Durante los dos días inmediatos anteriores y el día de las
elecciones, no podrán realizar manifestacion es, desfi les
públicos ni difundir propaganda de ninguna especie ".

40 Se declara, asimismo, inconstitucional el 'delito electoral' antes
creado en el párrafo penúltimo del artículo 85, y hoy en el nuevo
artículo 151 inciso c) del Código Electoral.

5° Por conexidad y consecuencia, de conformidad con el artículo 89
de la Ley de la Jur isdicción Constitucional, se declara
inconstitucional y, por lo tanto, se anula la reforma al artículo 79
del Código Electoral. Por lo tanto, se restablece, en su texto
anterior, como sigue:

"Artículo 79.- Los partidos políticos tienen derecho a hacer, en
cualquier tiempo, toda clase de propaganda, inclusive electoral.
Las manifestaciones, desfiles u otras actividades en vías
públicas, plazas o parques deberán contar con la autorización
de las autoridades que correspondan; durante los dos meses
inmediatamente anteriores a las elecciones, requerirán el
permiso de la oficina o del fun cionario que el Tribunal Supremo
de Elecciones designe. La solicitud deberá formular se, en
ambos casos, por lo menos con ocho días de anticipación.
"Los partidos políticos tendrán derecho, en cualquier tiempo, a
realizar reuniones u otras actividades en sitios y recintos
privados, sin necesidad de autorización.

"No podrá hacerse propaganda electoral ni manifestaciones en
vías o lugares públicos entre el 16 de diciembre y el f a de enero,
ambos inclusive, inmediatamente anteriores a las elecciones.
Durante este período , únicamente los candidatos a la
Presidencia de la República podrán divulgar un mensaje
navideño, según la reglamentación que al efecto dictará el
Tribunal Supremo de Elecciones ".

60 Tambiénpor conexidad o consecuencia, del mismo artículo 85 del
Código Electoral:

a) Los incisos a), antes b), y k), antes párrafo final , en su totalidad;
b) El inciso b), antes a), en el párrafo que dice:

"Se rechazarán de plano las solicitudes donde se consignen
tarifas superiores a las cobradas durante los doce meses
anteriores a la convocatoria a elecciones, para los servicios
comerciales corrientes, por la empresa gestionante ";

c) El inciso i), antes h), en la fras e, que no aparecía en el texto
anterior, y que dice:

"sin perj uicio de la facultad de ordenar la suspensión a que se
refi ere el inciso k) de este mismo artículo ";

De conf ormidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción
Constitucional esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de
promulgación de las normas anuladas, sin perjuicio de las situaciones
jurídicas consolidadas y de los derechos adquiridos de buena f e.
En consecuencia, quienes hubieran sido condenados por el delito
electoral establecido en el párrafo penúltimo del artículo 85 anteri~n

el artículo 151 inciso e) que lo regula en el texto actual, podrán pl¡, i':~a,r
recurso de revisión, a la luz de lo dispuesto por el artículo 490 inciso E)
del Código de Procedimientos Penales, dentro de los quince días
posteriores a la publicación de esta sentencia en el Boletín Judicial. Las
causas que se sigan en los Tribunales de Justicia por este delito, deberán
ser archivadas, y los imputados en ellas exonerados sin más trámite, sin
perjuicio de la indemnización que corresponda a unos o a otros por haber
sido condenados o procesados ilegítimamente. Asimismo, los que por
cualquier motivo relacionado con ese delito electoral se encontraron
detenidos, inclusive en virtud de la conversión de multa a prisión
ordenada en la norma que se anula del artículo 85 anterior, serán puestos
en inmediata libertad.

Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo,
Ejecutivo y Judicial, así como al Tribunal Supremo de Elecciones, para
que éste lo comunique, a su vez, a los partidos políticos. Reséñese en el
Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial.
Notifiquese.- Luis Paulino Mora M , Presidente.-Rodolfo E. Piza E.­
Luis Fdo. Solano C.-Eduardo Sancho G-Carlos M Arguedas R.- Ana
Virginia Calzada M -Hernando Arias G

Voto salvado Magistrados Piza Escalante y Calzada Miranda:

Concurrimos, en general, en el voto de la Sala, que declara
inconstitucional el artículo 79párrafo 3 0 en su texto actual, pero salvamos
nuestro voto en relación con el mismo párrafo en el texto anterior, el cual
declaramos también inconstitucional, en su totalidad. 1';)"

En este sentido, nos apartamos del voto de mayoría e, 1~~us
Considerandos XLIII y XLI V, y declaramos que, a nuestro jui cio, es
incompatible con el Derecho de la Constitución el artículo 79 en su
párrafo 3 ~ no solamente en su versión actual sino también en la anterior,
que recuperaría su vigencia al anularse aquélla, en cuanto prohíben toda
propaganda electoral, sea durante todo el mes de diciembre, sea en el
lapso del 16 de ese mes al 1o de enero, inmediatos anteriores a una
elección nacional, prohibición que no pueden considerar razonable, ni
proporcionada, ni siquierafundada en ninguna apreciable razón de moral
u orden públicos, ni en el respeto debido a los derechos iguales o
superiores de terceros. Nos merece todo respeto el deseo de los buenos
cristianos de gozar de una Navidad reposada y tranquila, o de quienes la
quieran fe stiva y políticamente neutral; pero, a nuestro juicio, esto sólo
sería legítimamente posible mediante el libre entendimiento de los
partidos, de los candidatos y de los ciudadanos, nunca con una
prohibición autoritaria que más bien se agrava con la cercanía de las
elecciones, convirtiéndose en una grosera limitación del acceso de los
partidos y candidatos a los electores que habrán de decidir su suerte
apenas un mes después. En todo caso, no serían los excesos de la
propaganda electoral, más que la incontrolable pasión que provocan la
propia campaña política y la inminencia de la elección los que puedan
causar los desórdenes que esas normas pretendían o pretenden prevenir.

Asimismo, consideramos que no basta con hablar, como lo hace la
mayoría, de una utóp ica incons titucio nalidad 'por omisión ' del
Legislador, al dar sólo a los candidatos a la Presidencia de la República
el derecho a difundir un mensaje navideño, porque darlo 'sólo' a ellos
implica violar, 'por acción ', la oportunidad de gozarlo los demás
candidatos, partidos y dirigentes, en igualdad y sin discriminación, como
lo exigen los artículos 33 de la Constitución, 1.1 y 24 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos; tanto, que la única justificación de
esa excepción, rayana en lo ridículo, estaría en una supuesta singularidad
superior del Jef e del Poder Ejecutivo y de los que aspiran a serlo, lo cual
no es más que resabio del caudillismo propio de Democracias inmaduras,
incapaces aun de superar la imagen del monarca 'de derecho divino ' del
'Antiguo Régimen ' que el Estado Democrático de Derecho se supone
haber decapitado.
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